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Introducción
Sin desconocer los demás factores que inciden en la situación laboral en la industria del vestido, esta investigación se concentró en estudiar con mayor profundidad la dimensión institucional de dicha problemática y la percepción que los grupos involucrados tienen sobre esta cuestión, tomando en cuenta las dos vías de protección de los derechos de los trabajadores: nacional e internacional. 

En particular se evalúa, a partir de diversas fuentes (documentales, bibliográficas y entrevistas a informantes clave) la distancia existente entre las normas nacionales e internacionales (públicas y privadas) y los hechos que se viven en la industria del vestido  a la vez que se identifican los siguientes factores institucionales que intervienen en la explicación de esta distancia: 

a) Diseño de la legislación laboral nacional, incluyendo derechos individuales y colectivos así como la regulación de las instancias de vigilancia y aplicación (IT y JLCyA)

b) Diseño de los instrumentos internacionales: ACLAN, convenios internacionales y códigos de conducta 

c) Estrategias de implementación de la protección nacional e internacional: IT, JCyA; ACLAN, convenios internacionales y códigos de conducta (recursos destinados a las instancias mencionadas, efectividad y eficacia)

d) Actores y recursos de poder 

Con base en el análisis de las evidencias recogidas,
 se proponen en la conclusión algunos caminos para mejorar la situación laboral en la industria, considerando las limitaciones y oportunidades que ofrecen tanto las regulaciones nacionales como las internacionales. 
I. LA PROBLEMÁTICA LABORAL EN LA INDUSTRIA

1.1.  La situación de la industria

La industria del vestido en América del Norte representa una importante fuente de empleo que se ha visto afectada por el TLCAN así como por los patrones de distribución internacional. (CCL, 2000). Se distingue por su inestabilidad geográfica, en razón de las estrategias de traslado de la producción de las grandes empresas transnacionales, que afecta sobre todo a los países en desarrollo y que, muchas veces, es utilizada como “arma psicológica” para contrarrestar las reivindicaciones legítimas de los trabajadores y el pleno ejercicio de sus derechos (OIT, 2000, pp. 127 y 129).

Una característica de esta industria en los países latinoamericanos y México en particular es que se trata de una actividad que combina lo tradicional, por lo atrasado de buena parte de los talleres de costura en donde se labora en condiciones de sobreexplotación, con lo “ultramoderno”, expresado a través de las redes de aprovisionamiento mundiales, entrelazadas por las tecnologías informáticas más avanzadas (Gary Gereffi, citado por Martínez de Ita, 2005, p. 23). 

En México, la industria maquiladora de prendas de vestir fue la que tuvo un crecimiento más dinámico y generó más empleos a fines de los noventa y principio del 2000 (Juárez, 2006). En los siete primeros años del TLCAN y hasta 2002, México fue el primer proveedor internacional de ropa y textiles a los Estados Unidos, para ser desde entonces desplazado por China y otros países. En la industria del vestido en México había en el 2001
 poco menos de 700 mil empleos, distribuidos en 14 mil establecimientos, cifra que se ha reducido sustancialmente. Más del 75 % de estos empleos correspondían a plantas maquiladoras exportadoras o incluidas en la cadena como “submaquila” y se ubicaban en medianas o grandes empresas (CCL, 2000; Juárez, 2006;  Martínez de Ita el al 2006 y Rueda Peiro y Simón Domínguez, 2006). 

La maquila del vestido se ubica principalmente en el interior del país, en ciudades como Torreón, Gómez Palacios, Aguascalientes, Yucatán, Tehuacan, Puebla, Cholula y Atlixco, entre otras, favorecidas por las políticas de los gobiernos locales para atraer inversiones y frenar las migraciones a la vez que por los bajos salarios y la abundante mano de obra. De acuerdo a los datos provenientes de los censos industriales, para 1998 Puebla fue una de las entidades más importantes dentro de la industria textil y del vestido porque tuvo el mayor número de establecimientos y personal ocupado, situación que ha tendido a revertirse. 

A pesar de las malas condiciones de trabajo, alta intensidad laboral y ausencia de derechos colectivos plenos se pensó que este segmento industrial contribuiría a eliminar la pobreza y el desempleo en México. Nada de ello ocurrió y hoy la industria se encuentra en fase de declinación. Las principales ventajas de la industria fueron débiles y comenzaron a perderse al terminar el Acuerdo Multifibras y entrar China a la OMC, al basarse en bajos salarios, jornadas largas, la devaluación del peso en 1994 y la firma del TLCAN (Rueda Peiro y Simón Domínguez, 2006, p. 286). Aún con la relocalización de las actividades hacia los EEUU y Centroamérica, la eliminación de las cuotas de exportación a los EEUU y la entrada de nuevos competidores, esta industria mostró una enorme flexibilidad laboral para adaptarse a las nuevas circunstancias y un escaso apego a las restricciones institucionales que regulan la salida de los empleos en México. En ese contexto se cerraron muchas empresas formales y se revitalizó la maquila clandestina ( talleres y trabajo a domicilio) por las oportunidades que ofrece para lograr una flexibilidad laboral extrema y salarios aún más bajos. Hoy en día, los cierres de empresas y las reticencias a respetar los derechos de los trabajadores en esas circunstancias constituyen el factor que mayor atención está reclamando de parte de los defensores de los derechos laborales, a través de instrumentos nacionales como internacionales.

Recientes investigaciones concentradas en los Estados de Aguascalientes y Yucatán ofrecen conclusiones alarmantes sobre el porvenir de esta industria. Se advierte que en la actualidad se tiende a confeccionar prendas estándar con poco valor agregado y contratos con las marcas internacionales sin estabilidad. También se muestra que son muy pocas las empresas que elaboran el paquete completo, en tanto utilizan maquinaria importada así como telas y otros insumos del exterior, todo lo cuál limita el escalamiento industrial que se esperaba. El atraso en la industria textil es una de las causas de la mala situación, con una gran capacidad instalada pero en parte obsoleta y con una organización empresarial deficiente impide alcanzar precios y calidad competitivos, todo lo cuál se agrava ante la ausencia de una política industrial orientada a la modernización como existe en China y actúa como un factor decisivo para atraer inversiones y elevar la competitividad. Se concluye que la falta de integración de la industria textil y del vestido se traduce en un atraso tecnológico para ambas. De acuerdo a este estudio, la tendencia hacia el futuro será una mayor concentración de la producción en los países más eficientes, aunque también tendrán mayor oportunidad aquellos que respeten los derechos laborales fundamentales con base en las normas internacionales, con mayor desarrollo tecnológico y dispongan de una mano de obra calificada así como un sistema educativo que posibilite una rápida capacitación. México, siempre según este estudio, debería invertir en estos aspectos e incursionar en la elaboración de prendas de moda y en el diseño así como crear marcas propias y dar mayor atención al mercado interno, lo que supone también la mejora de la situación de quienes laboran en esta industria. También se recupera la experiencia de otros países en donde se formaron agrupamientos y redes de empresas de diversos tamaños con resultados positivos, lo que les permitiría ampliar las oportunidades de acceso al crédito, fomentar la capacitación y evolucionar hacia la elaboración del paquete completo a través del encadenamiento productivo. La realización de alianzas estratégicas con China para abastecer al mercado mundial, apoyadas por una sólida política industrial, se visualiza como una alternativa mejor que ver a este país como una amenaza (Rueda Peiro y Simón Domínguez, 2006, pp. 285-300).

1.2. La estructura y características del sector 

La industria del vestido es la rama más importante del sector de la economía denominado industria textil y del vestido que es, a su vez, una parte de la industria manufacturera. 

Industria manufacturera 

- 32% de la producción total del país en el año 2003 (en términos de la producción bruta)

- Remuneración media: $92,530  por persona (2003)

· La industria textil y del vestido 

· 6.7% de la industria manufacturera en 2003  (2.2% de la producción total del país).

· Aportando el  7.5% del PIB manufacturero en 2002

· Saldo de la balanza comercial: 476.1 millones de dólares en 2003

· índice de productividad 80.8 para 2003

· remuneración media: $56,618por persona (2003)

· La rama del vestido es la más importante con el 46% del total de la producción en el año 2003, (1% de la producción nacional total). 

· remuneración media: $48,815 por persona (2003)

· Coahuila, Puebla, Distrito Federal y el Estado de México concentran el 63% de la producción neta total

· La maquila de exportación aporta una 44% de la producción total 

· 56% del total (Considerando únicamente la rama del vestido)

· En lo relativo a la comercialización de los productos, Estados Unidos ha sido el mercado más importante de esta industria.  De 1990 a 2000 México se convirtió en el principal abastecedor de ese país superando a China y Hong Kong. Sin embargo, a partir del 2000 se viene perdiendo participación.  Para el año 2003 China recuperó lo perdido en la década anterior y lo incrementó.  Otro competidor importante es Centroamérica, aunque tiene una participación ligeramente menor a la de México y para el año 2003 había perdido parte de ésta (Martínez de Ita, Sánchez y Campos, 2006.)

1.3.Características de las maquiladoras textiles y del vestido

En el año 2003 la IME del vestido dio empleo a más de la mitad de los trabajadores que laboran dentro de la rama del vestido y como vimos produjo el 56% del total.  Sin embargo, no es un sector con valor agregado importante, en términos proporcionales.  Ya sea dentro del total de la industria maquiladora, dentro de la industria textil y del vestido o dentro de la rama del vestido, siempre tiene un valor agregado
 proporcionalmente menor a la producción.

La remuneración media de la IME del vestido en comparación con el total de la rama del vestido es 6.7% mayor, pero sigue siendo muy baja si la comparamos con el total de la manufactura (43.7% menor).  Con respecto a la industria textil y del vestido, también es menor: 8%.  En definitiva en la rama del vestido, no importa si nos ubicamos en la IME o en el total de la rama, las remuneraciones son bajas. Veamos a continuación la distribución del personal ocupado en la IME de textiles y confección en el territorio nacional.

En Puebla se reduce en términos absolutos (16.5%) el personal ocupado en textiles y confección en la IME pasando de 26,867 a 22,430
, cuando era una entidad donde el empleo en esta división venía en ascenso hasta 2001. Esta situación fue claramente percibida por los actores entrevistados en esa entidad, donde se reconoce que la industria está en vías de desaparición. Por el contrario, en el caso de Yucatán continúa el mismo comportamiento que venía presentando el personal de la División II hasta 2001 en el que hay un continuo incremento de su participación relativa, aunque es necesario señalar que las cifras más actualizadas pueden estar mostrando un nuevo descenso (Castilla Ramos y Torres Góngora, 2006). También el caso de Coahuila es notable, ya que en esa entidad se desarrollaba uno de los “clusters” del vestido que, al parecer, estaba en vías de consolidación a partir de adoptar el denominado “paquete completo”, especialmente en el caso de la industria de la confección de La Laguna (véase Rosemberg, 2006). 

1.4. El empleo de las maquiladoras de la confección

Entre 2000 y 2005, se registró un descenso en el personal del total de la IME; sin embargo, según las cifras oficiales más recientes, la caída en el empleo ha sido más intensa en la maquila de confección. En efecto, entre 2000 y 2005 en el conjunto de la IME se han perdido casi 125 mil puestos de trabajo, pero en las actividades de confección de prendas, esta pérdida ha representado casi 87 mil setecientos puestos de trabajo, lo que proporcionalmente representa una pérdida de empleos mucho mayor que en el conjunto de la Industria Maquiladora de Exportación (IME): de cada 10 empleos perdidos en la industria Maquiladora de Exportación 7 son de la maquila de la confección. Los obreros de la maquila de la confección perdieron 79,435 puestos de trabajo ente 2000 y 2005, lo que equivale al 32%.  

Podemos ver que aunque al interior de la maquila de exportación las variaciones son mínimas al analizar la pérdida de empleos dentro del contexto de toda la IME hay una pérdida significativa en la importancia de esta rama.  En el año 2000 la maquila de la confección participaba con el 22% del personal total empleado por la IME; 5 años después representaba menos del 17%.

1.5. Características de la IME de la División II (Textiles, prendas de vestir e industria del cuero) en el estado de Puebla

Entre los años 1991 y hasta el año 2000 el número de empleados en el Industria Maquiladora de Exportación de la División II se mantuvo en constante ascenso, especialmente en lo que se refiere al número de obreros (gráfica 1).  Sin embargo, a partir de 2001 comienza una caída importante, al punto que en los siguientes 4 años se perdieron poco más de 14,000 puestos de trabajo, lo que equivale al 40% del total de los obreros que laboraban en el año 2000.

GRÁFICA 1
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Elaboración propia con datos de INEGI. Sistema de Cuentas Nacionales de México.  Industria Maquiladora de Exportación, Indicadores anuales.  Disponible en http://dgcnesyp.inegi.gob.mx/cgi-win/bdieintsi.exe/NIVJ150008#ARBOL 

(*)  Cifras preliminares a partir de l año 2002.

Esta División es la más importante dentro de la maquiladora de exportación de Puebla con más del 83% de participación en los últimos 16 años.  En cuanto al número de empleos el 2001 fue el año más importante ya que representó el 91.2% del total de la IME del estado, aunque como podemos ver ya desde ese año comenzaba la pérdida de empleos, lo que indica que, si la División II se cayó en ese 2001 en cuanto al número de empleados, y aún así fue el año que más importancia relativa tuvo, el resto de la maquila de exportación también tuvo una pérdida que fue mayor a la de la División II.  En los años siguientes ha habido un descenso en su participación, mismo que para el año 2004 ya era de 8 puntos porcentajes, 83.8%.  Aún así, sigue siendo la actividad económica principal de la IME del estado.  

Resulta interesante ver de qué manera se refleja la pérdida o ganancia de los puestos de trabajo, considerando el tipo de empleados en cuanto al crecimiento o pérdida de productividad.  Para ello, se presenta la gráfica 6 en la que las barras indican las tasas de crecimiento que año con año se han dado en el número de empleados de la IME de Puebla de la División II y la línea representa el índice de productividad.

Son impresionantes las tasas de crecimiento en el número de empleados desde 1991 y hasta el año 2000, especialmente en los primero años (1991-1993) cuando estuvo en niveles entre 80% y 140%.  Posteriormente, aunque se sigue creciendo año con año ya no se llega a dichos niveles.  1996 y 1998  también son años con fuertes incrementos con tasa entre 55% y 76%.

Pese a ese constante incremento en el número de empleados, hasta el año 2002 la productividad
 no había crecido lo suficiente.  Salvo el año 1993, donde hay un incremento importante en la productividad —el índice pasa de 83 a 100—, el resto de los años de la serie no muestran que ésta se haya incrementado, más bien se ha mantenido en los mismo niveles, aunque ligeramente por debajo de la lograda en 1993.  Sólo en 1998 hay un crecimiento de un punto porcentual respecto al año base 1993.  Sin embargo, en lo que va de la década, los comportamientos, tanto del número de empleos, como del índice han cambiado. El número de empleos cae de manera importante a partir del 2001, mientras que el índice de productividad crece poco, pero de manera constante a partir de 2002.  De hecho el último período para el que tenemos información, entre 2003 y 2004, hay un fuerte incremento del índice de productividad que alcanza niveles de 110.

GRÁFICA 2
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A lo largo del tiempo (a partir de 1991) la remuneración media anual de los trabajadores de  la industria maquiladora de exportación División II (textiles, prendas de vestir e industria del cuero) en Puebla ha sido ligeramente inferior a la remuneración media anual de toda la industria maquiladora de exportación del estado.  Sin embargo, a partir del 2001 y coincidentemente con los cambios que hemos observado en los otros indicadores, la remuneración de los obreros de esta División ha tendido a emparejarse con el resto de los obreros de la industria maquiladora de exportación del estado.  Esto puede deberse a una mejora en el nivel de las remuneraciones dentro de la División o a un pérdida del resto de la industria maquiladora de exportación.  Sin embargo, por otro lado, las remuneraciones medias de los empleados han tenido una tendencia a la inversa, se ha caído en relación a las remuneraciones medias de toda la industria maquiladora de exportación.  

Por como han evolucionado el número de empleos, la productividad y la remuneración media anual (ver gráfica en informe completo) es claro que a partir del año 2001 ha habido un cambio estructural dentro de la Industria Maquiladora de Exportación del estado de Puebla que, al menos, hasta el año 2004, que es el último del cual tenemos información, se ha visto reflejado en un mejoramiento en el índice de productividad, lo que no se corresponde con la situación laboral documentada en la investigación. 

Otros trabajos muestras tendencias coincidentes para los casos de Aguascalientes y Yucatán.

2.  ALGUNAS DIMENSIONES DE LA PROBLEMÁTICA LABORAL 

2.1. El informe de la OIT

La  industria del vestido se caracteriza por la alta rotación laboral, el uso intensivo de mano de obra de baja calificación, los bajos salarios y la escasa o nula sindicalización, lo que se confirma para el caso de México. Los trabajadores constituyen un grupo vulnerable para el que la distancia entre las normas y los hechos, principalmente por lo que se refiere a la dificultad para llevar a la práctica los derechos colectivos, se traduce en precariedad y exclusión social. Esto es cierto sobre todo (pero no solamente) para quiénes se ubican en los eslabones más débiles de la cadena productiva: los pequeños talleres, muchos de ellos clandestinos y los trabajadores a domicilio.  

La constante presión por bajar los precios y reducir los tiempos de entrega hace que más allá de las exigencias que las empresas del vestido estadounidense imponen a sus proveedores en cuanto al respeto de las leyes laborales locales, prevalezcan condiciones de trabajo indeseables debido a la dificultad para la implementación de prácticas laborales justas, el debilitamiento de las capacidades estatales de fiscalización del respeto de los derechos fundamentales de los trabajadores de esta industria y a la ausencia, mala calidad o escaso poder de los sindicatos.

Principales problemas relacionados con el sector

· Subsistencia del trabajo infantil, presente como trabajo a domicilio y para pequeños subcontratistas. (países asiáticos como latinoamericanos). México, Los subcontratistas y talleres del sector informal tienden a no cumplir con la ley (14 años para el trabajo asalariado).

· Libertad sindical y asociación, se garantiza legalmente pero no se cumple en la práctica. En México las dificultades están presentes en todos los sectores de actividad, es particularmente grave en el sector de la confección.

· Mano de obra femenina y de discriminación salarial, en el caso de México la OIT menciona que va disminuyendo pero no toman en cuenta la extendida presencia del trabajo a domicilio y en talleres clandestinos. Otro tipo de discriminación manifiesto en el acceso al empleo, entre otros por motivos asociados al embarazo (OIT, 2000, p. 80). 

· Trabajo clandestino encubre la utilización de trabajo forzoso. El caso de México refleja una situación generalizada en la industria, lo que se contradice con el alto perfil de las regulaciones laborales, más protectoras que en otros países. 

2.2. Los estudios locales en México
La situación laboral en México no se diferencia de la descrita para la mayor parte de los países en los estudios sobre la industria del vestido, recién expuestos. El perfil sociodemográfico de los trabajadores en la industria del vestido en Puebla revela lo siguiente: predominio de mano de obra femenina (63.2 % vs 36.8%), alta proporción de jóvenes (57%), fuerte presencia de talleres familiares donde participan hombres, mujeres y niños que combinan el trabajo doméstico y el escolar con la costura, con muy baja escolaridad (7 años en promedio y más de la mitad sin completar la educación básica). 
. En 1995 el 15% de los establecimientos encuestados por la ENESTyC dijo estar sindicalizado, con un marcado predominio de la CTM, aunque en algunos estados como Aguascalientes, en una encuesta aplicada en 2002,  se encontró que el 59% de los establecimientos dice estar sindicalizado pero solamente el 32.6% de los trabajadores reconoció estarlo. Otras encuestas encontraron un porcentaje de empresas sindicalizadas del orden del 45%  pero donde solamente el 15% de los trabajadores había tenido alguna actividad en el sindicato. Contrastando con Aguascalientes, la presencia sindical en Yucatán sería inexistente según la primera encuesta mencionada (Juárez, 2006;  Martínez de Ita el al 2006 y Rueda Peiro y Simón Domínguez, 2006). 

En cuanto a las condiciones laborales, se observó que una mayor proporción de mujeres que de hombres percibe hasta dos salarios mínimos (59.15 % vs 45.57%), existe alto porcentaje de empleo temporal, más de la mitad carece seguridad social y prestaciones y   se registran tasas de rotación laboral superiores a los promedios nacionales (del orden del 60%, lo que equivale a 10% más del promedio). Por último, se encontró que la jornada de trabajo legal  es rebasada por poco menos de uno de cada tres trabajadores (31.1 % laboraba más de 49 horas).  (Martínez de Ita, 2005, pp. 26 a 31). 

Un estudio relativo a Aguascalientes y Yucatán encuentra que los salarios son más altos en el primer caso y oscilan entre uno y tres salarios mínimos. Los trabajadores a domicilio perciben apenas entre 200 y 350 pesos semanales y carecen de todo tipo de prestación, incluyendo la seguridad social. Se muestra que la diferencia entre el empleo formal e informal es marcada por lo que se refiere a los costos no salariales, mismos que pueden llegar a incrementarse hasta en un 80% si se toman en cuenta las prestaciones (incluyendo el reaparto de utilidades), la seguridad social y los impuestos. Esta situación explicaría porqué se dispone de una gran capacidad ociosa en las empresas y se recurre a la subcontratación de parte de la producción a través del uso de talleres clandestinos y trabajo a domicilio. Llama la atención el señalamiento de que como la mayoría de los trabajadores gana menos de cuatro salarios mínimos, estos perciben un subsidio fiscal lo que deriva en una disminución de la recaudación fiscal, lo que se agrava si se considera que las utilidades de las empresas maquiladoras de prendas de vestir para la exportación tienden a ser muy bajas por diversas causas (mala administración, competencia internacional, bajos márgenes de utilidad). Además se recuerda que las empresas maquiladoras de exportación no pagan IVA por los insumos que importa ni por la mercancía que exportan. En suma, todo ello muestra que la creación de empleos de bajos salarios son un mal negocio para el Estado y que ciertas reglas como los subsidios al salario constituyen un incentivo para que los empleadores no los suban, en tanto repercutirían además sobre las cuotas a la seguridad social y el impuesto sobre las nóminas (Rueda Peiro y Simón Domínguez, 2006, pp. 289-291).

2.3. La debilidad de la protección estatal y el alcance de los códigos de conducta (CC)
a) Los nexos entre instrumentos nacionales e internacionales

 Con las sucesivas crisis y el cambio de modelo económico a partir de 1982, se produjo un deterioro sensible en la capacidad de las autoridades laborales y los sindicatos mexicanos para conseguir condiciones relativamente equilibradas en la relación entre trabajo y capital a partir del uso de los instrumentos nacionales de protección laboral. Un rasgo notorio de este proceso de debilitamiento es la mayor cercanía de las autoridades y sindicatos con los intereses empresariales y el predominio del argumento de que la creación y  defensa de los empleos debían ser el foco central de la actividad gubernamental, así esto provocara el deterioro de la calidad de los mismos. Esta situación y el desarrollo de un fuerte activismo internacional en la rama del vestido que vincula de distinta manera a las marcas internacionales, los consumidores y los defensores de los estándares laborales abrieron el paso a la emergencia de distintas organizaciones no gubernamentales con fuertes vínculos externos, que comenzaron a utilizar tanto los instrumentos de protección internos como los internacionales con resultados variados.

b) Los nuevos actores en el mundo del trabajo

Una creciente presencia de ongs distingue al escenario laboral mexicano, especialmente en el sector de la maquila de exportación a partir de mediados de los años ochenta, al punto que prácticamente no se registran acciones colectivas en la que solamente participen sindicatos, como era antes tradicional en el país. Los dos sectores más atendidos son el de prendas de vestir y electrónica. Todas estas organizaciones tienen una principal afinidad con el tema de género y dedican gran parte de su esfuerzo a la impartición de talleres en temas de derechos laborales.  Algunas tienen vinculación directa con las marcas y realizan cabildeos para lograr monitoreos y recursos para su actuación. Otras se concentran en el acompañamiento directo de los trabajadores en los centros de trabajo. Otra diferencia es la presencia o ausencia de servicios legales propios. 

En general, los diagnósticos respecto a las causas de los problemas laborales en la industria son comunes a todas las organizaciones. Fue compartida también entre los entrevistados en esta investigación la idea de que en el estado actual en el que se encuentra el sindicalismo, y ante la subsistencia de fuertes obstáculos para conseguir el reconocimiento de los derechos colectivos básicos, deben adoptarse estrategias combinadas para mejorar las oportunidades de la acción colectiva. Estas estrategias deben dirigirse tanto a vencer las resistencias empresariales como a lograr una intervención imparcial y apegada a la legalidad por parte del gobierno. Sin embargo, la participación de estas organizaciones en el espacio público por lo que se refiere al debate en torno de la reforma de la legislación laboral es todavía limitada, lo que hace pensar que se está desaprovechando la valiosa experiencia recogida en la defensa cotidiana de los derechos de los trabajadores para impulsar cambios que pudieran beneficiarlos, particularmente por lo que se refiere a un mejor funcionamiento de la Inspección del trabajo, las garantías para la formación de sindicatos y el pago de las indemnizaciones por despidos injustificados y cierres de empresas, lo que depende en gran medida del funcionamiento de las juntas de conciliación y arbitraje.

c) Las causas de raíz del incumplimiento

La experiencia acumulada por las organizaciones no gubernamentales y académicas en cuanto a la relación entre estándares laborales y comercio internacional y, de manera particular, en la evaluación del desempeño de los procedimientos de monitoreo de las cadenas de suministro en la industria del vestido en muy diversos continentes y países ha llevado a concentrar cada vez más la atención en las “causas de raíz del incumplimiento”. Dos cuestiones parecen centrales al respecto. Por una parte, el “modelo de negocios” en la industria, al limitar la capacidad de los proveedores de las grandes marcas internacionales para cumplir con estándares laborales mínimos y salarios justos. Esta es una dimensión que comienza a suscitar un creciente interés en diversos medios. Por otra, se destaca el contexto institucional y político más amplio en el que opera la industria, aspecto hasta ahora menos estudiado, por lo que sobre él se concentra esta investigación. En este apartado desarrollamos el argumento de que el factor económico es sin duda decisivo pero insuficiente para explicar la deficiente situación laboral en México, particularmente en esta industria, por lo que cobran importancia otros aspectos, como el clima favorable a las demandas empresariales y la fragilidad del Estado de derecho. 

   i. El modelo de negocios como tal

De acuerdo al informe de la RSM (2007) sigue  habiendo una fuerte resistencia en la industria a evaluar si el modelo de negocios, caracterizado por los bajos precios, el cambio vertiginoso de la moda y la alta movilidad, constituye un factor decisivo para inducir hacia un bajo cumplimiento de los derechos de los trabajadores. Sin embargo, algunas experiencias muestran que los proveedores están dispuestos a aceptar un enfoque más cooperativo en el que se los ayude, con la participación de las marcas, a construir las capacidades para atender “los problemas sistémicos de cumplimiento”.  (RSM, 2007, p.10). Sin negar importancia a los esfuerzos que se realicen en esta dirección, se asume en esta investigación que las experiencias y avances aislados no tendrán un efecto verdaderamente irradiador sobre el conjunto de los trabajadores de la industria si no existe un contexto institucional adecuado al cumplimiento de los derechos laborales en los países donde están los proveedores de las grandes marcas. Éste es uno de los aspectos en los que se han registrado escasos avances en México, en parte porque la transición política a la democracia ha sido todavía desigual en sus alcances y también debido a que la continuidad en la política macroeconómica y la inserción en la economía mundial a través de la industria maquiladora con base en bajos salarios han tenido un peso más significativo que los factores políticos.

   ii. Poder y negocios en México

      ii.i. Enfoque gerencial y marcado antisindicalismo: 

Existe hoy en el gobierno de México una visión unilateralmente empresarial de los problemas laborales del país. Los estrechos vínculos del ex presidente Fox con los círculos empresariales condicionaron fuertemente la posibilidad de lograr un cumplimiento generalizado de los derechos laborales. Si bien la resistencia a la presencia de sindicatos democráticos y representativos es histórica (basta con recordar la política represiva del porfiriato), al menos hasta hace dos décadas atrás, el arreglo corporativo suponía la necesidad de sostener una negociación controlada con los sindicatos de los salarios y las prestaciones que beneficiaba a amplios contingentes de trabajadores, entre los que sin embargo quedaron por lo general excluidos los trabajadores del vestido ( a diferencia del alto nivel de protección de la industria textil a través de los contratos-ley). Hoy en día se extiende en cambio la simulación sindical a través de los contratos de protección, con la tolerancia abierta o encubierta de las autoridades, lo que es una forma de eludir una auténtica representación.

ii.ii. El empresario poblano Kamel Nacif  y el “Gober Precioso”: 

un modelo de negocios basado en las redes políticas. 
Este es un caso que podemos considerar extremo, pero ilustra la enorme desigualdad entre los recursos de poder de trabajadores y empresarios en un contexto fuertemente competitivo como el de la industria del vestido.

 

Fuente: Elaboración propia a partir de periódicos y revistas de 1990 a 2007 

Las líneas negras señalan una relación directa con KN y las grises una relación directa entre actores pero no directa con KN.

Todos estos vínculos tienen algo en común: bajo la promesa de los empleos que generaba y de apoyos a proyectos gubernamentales y campañas políticas, K.N obtenía todo tipo de protección institucional para facilitar sus negocios. El uso de prestanombres, abogados o amigos cercanos, la mayor parte empresarios, le permitía extender sus redes y presencia en diversos sectores de actividad: desde la compra de tierras recién liberadas de las restricciones como suelo ecológico hasta concesiones de diversos servicios públicos. Pero el apodo que le dieron – el “Rey de la Mezclilla”- era de por sí indicativo de la importancia de su presencia en esta rama a través de empresas maquiladoras instaladas en diversos estados como Chiapas, Guerrero y Puebla. Muchas de las empresas recibieron aportaciones estatales cuantiosas, becas para los empleados durante la fase previa al funcionamiento de las empresas, bodegas en comodato. Tuvo acceso al empleo en labores de maquila de las mujeres recluidas en la cárcel de San Miguel, Puebla, aprovechando una concesión de otro empresario de origen libanés, y se apoyó en las instituciones laborales para eludir sus responsabilidades con los trabajadores así como para castigar a sus defensores, como fue el caso de Martín Barrios, de la CNDHL del Valle de Tehuacán. 

Sin pretender generalizar las implicaciones del caso, se puede decir que la asimetría de poder entre trabajadores y empleadores y su diferenciada capacidad de acceso al Estado para inclinar sus instrumentos a su favor va mucho más allá de lo determinado por el “modelo de negocios” de la industria del vestido y se extiende a otros sectores altamente competitivos y en franca expansión, como la minería, donde los trabajadores quedan en la indefensión. Esta situación explica también en gran medida porqué difícilmente podría consolidarse en México una ciudadanía laboral de mayor intensidad en el país sin poner fin al secuestro de los sindicatos por poderes fácticos e intereses particulares y construir un contexto político e institucional más propicio al desarrollo de una cultura de legalidad en el mundo del trabajo. Sin embargo, es posible que para ello sea necesario no solamente contar con mecanismos de “enforcement” adecuados a nivel de la inspección del trabajo y la justicia laboral, sino que se requiera previamente un verdadero rediseño institucional en el mundo del trabajo y en otros ámbitos, como es el caso del poder judicial.

ii.iii. Un caso de “desviación positiva”: el éxito en Kukdong 

Aunque los conflictos laborales en esta industria han tendido a arrojar resultados negativos para los trabajadores, sobre todo por lo que se refiere al ejercicio de las libertades sindicales y el contexto institucional y político es adverso, puede mencionarse al respecto una aleccionadora excepción ocurrida recientemente. ¿Por qué en este caso- acontecido en la empresa coreana Kukdong ubicada en Atlixco, Puebla- los trabajadores lograron que sea reconocido por la empresa un sindicato democrático y representativo, cuando por lo general el ejercicio de los derechos colectivos termina en México en un rotundo fracaso?
 

CUADRO 2:RELACIONES ENTRE ACTORES PRINCIPALES DEL CONFLICTO

	ACTORES PRINCIPALES
	CARACTERÍSTICAS
	RELACIÓN ENTRE ACTORES

	KUKDONG

Se convierte en MexMode en 2001

GOB. PUEBLA

FROC-CROC
	-Origen: Corea

-Ubicación: Atlixco, Puebla

-Estrategia: Alta tecnología, integración vertical, proximidad del mercado y bajos salarios.

-Productos: Tejidos de punto de alta calidad en “paquete completo”chamarras con gorra de lana bordadas con logos de universidades y prepas norteamericanas.

-Compradores: Niké, Reebok, Adidas y Champion sportwear.

-Producción: 400 millones de dólares en ventas anuales.

-Ganancias anuales: 25 a 30 mdd

-No. Empleados: 2500 

-Acuerdo con el estado de Puebla para su instalación: Otoño de 1999 

-Inicio de operaciones: Nov. 1999

-Contratación: Diciembre 1999 
	Desarrollo del conflicto:

(8 de mayo de 2000) La FROC-CROC impone el sindicato, cobra cuotas y no protege a los trabajadores.

(diciembre de 2000) La empresa obliga a pagar con horas extras a los trabajadores que se ausentaron para buscar a sus familias que se refugiaron de las emanaciones del volcán Popocatepetl. 

(15 de diciembre de 2000) Boicot contra la cafetería durante 1 mes.

(3 de enero de 2001) Despido de 5 trabajadores.

(8 de enero de 2001) Trabajadores paran por 2 horas demandando la reinstalación de los 5 trabajadores y la salida de la FROC-CROC.

(9 de enero de 2001) Se convocó a huelga de hecho (wildcat). Eligen a 5 líderes como El Comité Temporal de Representación.

Los trabajadores demandan:

· Formación de un sindicato independiente de la FROC-CROC.

· Cumplimiento de las promesas de la Kukdong:

-Pagar 10% encima del salario mínimo -Transportación

-Desayuno y una comida -Incremento salarial cada tres meses

-Construcción de un centro para el cuidado de los niños. 

· Mejores condiciones de trabajo

· Prohibición del maltrato y la degradación

(2001-2002) Reinstalan a los líderes despedidos

Se crea el SITEKIM (Sindicato independiente) No lo reconoce la JCyA.

La Kukdong se desmarca de la Froc-Croc 

Se crea MexMode 

Los trabadores crean el sindicato SITEMEX reconocido por la JCyA.

(marzo de 2002) los trabajadores lograron un incremento del 38%.  

	TRABAJADORES

USAS (EUA)

CAT (MEX)
	Provenientes principalmente de los alrededores de Izucar de Matamoros, en su mayoría mujeres entre los 16 y 21 años.

La zona cuenta con importantes antecedentes de lucha social, pre y post revolucionarios.
	


Fuente: Elaboración propia a partir del texto de Hermanson, Jeff y De la Garza Toledo, Enrique 2005. El corporativismo y las nuevas luchas en las maquilas de México: El papel de las redes internacionales de apoyo. En  De la Garza Toledo, Enrique (comp.) Sindicatos y nuevos movimientos sociales en América Latina. CLACSO, Argentina. P.p. 181-212.

Esta experiencia nos permite mostrar cómo la presencia de una fuerte presión internacional sobre la empresa proveedora fue un factor clave del éxito, algo que difícilmente hubiera ocurrido si solamente hubiera sido dirigida sobre las instancias gubernamentales, claramente volcadas a defender los intereses empresariales en esa localidad.

II REGULACIONES NACIONALES 

1. LA EVOLUCIÓN DEL MARCO INSTITUCIONAL INTERNO 

 De la Revolución Mexicana a la Nueva Cultura Laboral
El modelo de regulación laboral mexicano actual es en gran medida resultado del contexto conflictivo en el que se forjó en las primeras décadas del siglo XX: los años inmediatos a la Revolución Mexicana. El Artículo 123 de la Constitución de 1917 y  su reglamentación en 1931 (LFT) fueron parte del proceso de integración de las masas populares, en este caso de los trabajadores asalariados, al nuevo orden surgido de un conflicto armado, cuyo origen estuvo ligado a la intención de corregir las profundas desigualdades sociales existentes. 

La legislación fue originalmente pensada para proteger al trabajador más débil y vulnerable frente a un empleador supuestamente poderoso, teniendo en mente a las grandes empresas textiles, ferrocarrileras, petroleras o mineras de la época, donde se había desarrollado el trabajo asalariado en forma incipiente. Los derechos concedidos a los trabajadores asalariados habían sido tomados de los países desarrollados y se visualizaban como un factor de prosperidad general pero no se había tomado en cuenta el nivel de atraso de las fuerzas productivas y el hecho de que la mayoría de la población económicamente activa no ocupaba un puesto de trabajo en ese tipo de empresas. El problema que de inmediato trajo este generoso precepto constitucional fue, por tanto, diseñar los mecanismos capaces de controlar y graduar la acción obrera destinada a hacer efectivos los nuevos derechos sociales, lo que se volvía una condición para permitir el desarrollo capitalista, sin asumir el costo político de romper abiertamente con la Constitución de 1917 y retroceder en la protección social, como exigían los empresarios. 

La válvula de seguridad más importante para el gobierno y los empleadores radicó en el amplio margen de discrecionalidad de que disfrutaba el primero dado el contexto autoritario, el férreo control de las dirigencias sindicales y las fuertes restricciones a las libertades individuales, situación de la que todavía no se ha podido salir noventa años más tarde a pesar del avance democrático. Puede decirse que las instituciones laborales han quedado en cierta forma blindadas por los arreglos corporativos para evitar el contagio de este proceso, para lo cuál resultó fundamental el acuerdo entre la Coparmex y la CTM en 1995, encarnado en los principios de la “Nueva Cultura Laboral”, gracias a la cuál se postergó indefinidamente el proceso de reforma institucional en este ámbito.

2. Las contradicciones del modelo de regulación mexicano: alto costo de cumplimiento contra bajo costo de incumplimiento

El modelo mexicano de regulación laboral se caracteriza al compararlo con otros países por tener un alto costo de cumplimiento y un bajo costo de incumplimiento. Entendemos por costo de cumplimiento cuánto le cuesta al empleador apegarse a las normas en materia de contratación, despido, condiciones de trabajo, derechos colectivos y seguridad social. El costo de incumplimiento se refiere a lo que pudiera costarle al evadir las reglas, lo que depende esencialmente de la probabilidad de que el incumplimiento sea detectado y dé lugar a una sanción y, a la vez, del monto de esta última. Como veremos en los siguientes capítulos, el mal funcionamiento de la justicia laboral y la inspección del trabajo, junto a la crisis del sistema de representación sindical, tienden a anular este costo y dejar en la impunidad las violaciones a los derechos de los trabajadores.
3. Protección legal a los trabajadores. 

a. Alcance de la protección constitucional (Artículo 123, Apartado A y B) y legal (LFT/LFTSE)
Los trabajadores de la industria del vestido gozan de los mismos derechos que los demás trabajadores. Se trata de una protección de amplio alcance en tanto incluye al conjunto de los trabajadores asalariados sin importar las características del empleador, salvo la importante excepción de los trabajadores al servicio del estado, con un régimen especial.  Sin embargo, la aspiración de inclusión generalizada en el régimen legal nunca se cumplió en los hechos. Además, a lo largo de las dos últimas décadas estas reglas, favorables a los trabajadores por lo que se refiere al diseño, no han sido capaces de frenar la tendencia a desdibujar la naturaleza de las relaciones de trabajo –“deslaborización” o “precarización” de los empleos- y a encubrir el carácter de asalariados con el propósito de eludir las restricciones en materia de duración de la relación laboral y los costos asociados a ella. Prueba de ello es que el 62% de los empleos asalariados generados entre 2000 y 2004 no tenía prestaciones sociales (Salas y Zepeda, 2006, p. 133). En el caso de esta industria, este fenómeno está asociado fuertemente a la expansión de los talleres clandestinos y trabajo a domicilio como una respuesta adaptativa de las empresas y ante la nula presencia de la fiscalización estatal, como más adelante veremos.


b.  Derechos individuales

i. Duración del contrato de trabajo

El modelo mexicano impone fuertes restricciones a la libertad contractual, promoviendo relaciones laborales permanentes o que perduran mientras subsiste la materia de trabajo a través de reglas que buscan eliminar a toda costa la discrecionalidad del empleador en la determinación de la duración de la relación de trabajo. La regla general es que la relación sea por tiempo indeterminado. Solamente se pueden utilizar contratos temporales (por obra o tiempo determinado), bajo estipulación expresa (lo que supone un contrato por escrito). En cualquier caso, los trabajadores por tiempo u obra determinada tienen los mismos derechos que los trabajadores de planta en forma proporcional al tiempo trabajado y perciben indemnizaciones si ocurre un despido injustificado (Artículos 35-39 LFT). En los hechos estos preceptos tienen escasa eficacia como lo muestra el siguiente dato: más del 60% de los empleos registrados en el IMSS en 2005 son de naturaleza eventual, lo que invierte en forma rotunda el principio en el sentido de que las relaciones deben ser  tiempo indeterminado, salvo excepciones. 


ii. Otras modalidades de la protección a la estabilidad

La estabilidad laboral está sostenida en diversas garantías y, comparativamente, puede decirse que es una de las más protegidas en América Latina, aunque, paradójicamente, las tasas de rotación laboral se encuentren entre las más altas y supere al 40% anual en el país (Kaplan et al, 2004). Igualmente, la tasa de rotación laboral en la industria, llegando como se vio al 60% anual en promedio, sugiere que los mecanismos de protección de la estabilidad simplemente no funcionan en una industria como la del vestido, dependiente de las marcas internacionales y con una alta movilidad geográfica. Esta situación constituye un problema porque muchos empresarios justifican los bajos niveles de calificación en el hecho de que no quieren beneficiar a sus competidores. Sin embargo, en las condiciones de declinación por la que atraviesa la industria, el problema de la rotación parecería ser menor.



iii. Costo del despido y  terminación colectiva (cierres de empresa) 
No existe plazo de preaviso  (aunque sí debe darse aviso escrito del despido bajo la pena de considerarse en caso contrario como despido injustificado) y la indemnización se incrementa en 20 días por año de servicio cuando no existe derecho a la reinstalación y el trabajador demanda esta opción. Además, el monto más alto establecido por la legislación (cuatro meses de salario más veinte días por año) corresponde al caso de reajuste de personal por implantación de maquinaria o de nuevos procedimientos de trabajo, situación que pudiera ser un factor que desaliente la innovación y, a la vez, obliga a encubrir los despidos justificándolos en supuestas faltas de los trabajadores. Es importante señalar que casi la totalidad (95%) de los conflictos individuales de trabajo se originan en situaciones de despido. Algunas investigaciones muestran que el pago de las indemnizaciones legales es uno de los problemas más fuertes ante los cierres o disminución  de las actividades en las empresas. En un estudio en Aguascalientes y Yucatán, donde se aplicó una encuesta, los empleadores reconocieron que muchas veces llegan a acuerdos con los trabajadores para no pagarlas, en el entendido de que se los volvería a ocupar cuando nuevamente fueran necesarios ( Rueda Peiro y Simón Domínguez, 2006).



iv. Sustitución de patrón, intermediación, subcontratación y otras formas atípicas de empleo

Junto a los frecuentes cierres de empresa experimentados en las empresas de prendas de vestir, lo que obliga a los trabajadores ejercer presión sobre los empleadores para obtener el pago de indemnizaciones legales, otra práctica muy extendida es el cambio de razón social, lo que les permite a éstos eludir responsabilidades laborales y fiscales. Así, cada vez que cambia la documentación por tal motivo, (recibos de pago, credenciales y demás), se genera una fuerte incertidumbre en los trabajadores al desconocer quién es realmente el empleador. Otro problema es que las regulaciones en materia de subcontratación, destinadas a evitar la elusión de las responsabilidades laborales por parte de los contratistas y a extender esta responsabilidad y equiparar las condiciones de trabajo con las de la empresa beneficiaria en circunstancias excepcionales, difícilmente pueden ponerse en práctica con éxito por parte de los trabajadores debido a las deficiencias en el sistema de justicia laboral. 



v. Regulación en materia de condiciones de trabajo

El modelo mexicano de regulación concede importantes garantías a los trabajadores en contra de la modificación unilateral de las condiciones de trabajo y obliga al empleador a acordarla con éste o con el sindicato, lo que puede implicar algunas restricciones a la flexibilidad interna (movilidad entre categorías y puestos, polivalencia, etc), aunque éstas son menos importantes que las que establece en materia de flexibilidad numérica (manejo del volumen del empleo). Cabe señalar que si comparamos con otros países latinoamericanos, México tiene una jornada más larga que Brasil y Chile, vacaciones más cortas que Brasil pero más largas que en Chile  y el costo más alto en horas extras. Más adelante se analiza la cuestión de los costos laborales no salariales. En una encuesta aplicada en Aguascalientes y Yucatán se encontró que por lo general los empresarios cubren los mínimos legales, pero al contrastar esta respuesta con la de los trabajadores se encontró que al menos el 15% de estos no recibe aguinaldo ni vacaciones. Además, se encontró un número importante de empresas donde no había comisiones de seguridad e higiene y, en general, deficiencias significativas en las condiciones de salubridad e higiene ( Rueda Peiro y Simón Domínguez, 2006, p. 167). 

vi. El trabajo de la mujer y la equidad de género

La evolución de los indicadores más importantes muestra que a la vez que se observa una presencia creciente de la mujer en la fuerza de trabajo subsisten condiciones de segregación ocupacional y diferencias salariales que inciden negativamente en su situación laboral. Además subsiste una generalizada percepción empresarial adversa  respecto de costos “femeninos” como la licencia de maternidad, expresado en la extendida exigencia de la prueba de no embarazo en el momento de la contratación y en ocasiones a lo largo de toda la relación laboral, a pesar de que el pago de los salarios en estas circunstancias queda a cargo de la seguridad social, con base en una cuota patronal previamente aportada e independiente del suceso de la maternidad. Igualmente sigue la misma suerte la cuota relativa al servicio de guarderías. Al respecto, un estudio que estimó los costos laborales asociados a la maternidad en México prueba que estos representan un muy bajo porcentaje de la masa salarial y que los costos que asume el empleador de mujeres con hijos son insignificantes, lo que contradice el argumento de que no se contrata a mujeres o se les paga un salario menor en razón de que las responsabilidades patronales elevan los costos laborales (Rendón, 2002). 

vii. El trabajo a domicilio 

La situación de los trabajadores a domicilio se encuentra minuciosamente regulada en México, si bien se trata un régimen muy burocratizado, totalmente incumplido y desconocido tanto por los supuestos beneficiarios como por los empleadores. Tal vez se trate de uno de los ejemplos más claros en donde más regulación no supone en ningún modo mejor  protección, sobre todo cuando no se cuenta con un fuerte aparato de fiscalización. Tal vez, el único precepto que ha dado lugar hasta ahora a una acción estatal en este aspecto es el que se refiere a la fijación de salarios mínimos profesionales para los trabajadores a domicilio, aunque faltaría saber qué tan cerca o lejos están en los hechos las remuneraciones de este sector respecto de estas cantidades. Diversos estudios documentan las condiciones deplorables del trabajo a domicilio y, según los datos para el caso de Yucatán, las remuneraciones que se alcanzan no llegarían siquiera al salario mínimo general ( Rueda Peiro y Simón Domínguez, 2006).
viii. Tipos y procedimientos de fijación de los salarios: formas de cálculo del salario.

Existe en México una gran flexibilidad por lo que se refiere a las formas de fijar el salario, sea por unidad de tiempo, unidad de obra, por comisión, a precio alzado o de cualquier otra manera (art. 83). El procedimiento de fijación de salarios mínimos (generales y profesionales) queda a cargo de la CNSM (Comisión Nacional de los Salarios Mínimos) integrada en forma tripartita y, por tanto, sin el menor equilibrio en tanto se impone el punto de vista gubernamental y empresarial, ante la nula capacidad de presión por el sindicalismo aliado a ambos. La política salarial ha sido restrictiva desde 1976 a la fecha y de acuerdo a diversas estimaciones, ha llevado a una pérdida de más del 70% en ese período, si bien el porcentaje de trabajadores que percibe esa retribución tiende a caer. En cuanto a las remuneraciones en la industria maquiladora del vestido, como se dijo, tienden a ubicarse entre uno y tres salarios mínimos y son menores a los de la industria textil. Los trabajadores a domicilio, como ya se dijo, cobran a destajo y llegan a percibir menos del salario mínimo. 

ix. El modelo mexicano en una perspectiva comparativa: costos de cumplimiento no salariales.

Como se observa en el siguiente cuadro, México no tiene los costos laborales salariales más altos de los cuatro países ahí considerados, aunque sigue en el segundo lugar a Brasil con una diferencia de más de 20 puntos porcentuales.

Cuadro 4

	Comparativo costos laborales (%)
	
	

	Indicador
	Argentina
	Brasil
	Chile 
	México
	
	

	Contribuciones empleador
	45
	67.2
	38.6
	47.0
	
	

	1. Contribuciones
	34
	43
	4.5
	29.6
	
	

	Jubilación
	10.2
	24.7(a)
	 
	6.0
	
	

	Accidentes de trabajo
	2.7
	
	2.1
	2.6
	
	

	Salud (b)
	7.5
	 
	 
	8.8
	
	

	Guardería
	 
	 
	 
	1.0
	
	

	Retiro
	 
	 
	 
	2.0
	
	

	Vivienda
	 
	 
	 
	5.0
	
	

	Aguinaldo
	8.3
	8.3
	 
	4.2
	
	

	Seguro de desempleo
	0.9
	 
	2.4
	 
	
	

	Fondo Garantía de Tiempo de Servicio
	 
	10.0
	 
	 
	
	

	Asignaciones familiares
	4.4
	 
	 
	 
	
	

	2. Otros costos para empleador 
	11
	24.2
	34.1
	17.4
	
	

	Beneficios complementarios (c )
	3.6
	13.1
	25.0
	6.8
	
	

	Vacaciones
	7.4
	11.1
	9.1
	10.6
	
	

	Fuente: Elaboración propia con base en:
	
	
	
	
	

	Argentina: Héctor Szretter (2005) "Documento interno de la Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales del MTESS". Citado en el capítulo nacional correspondiente.
	

	Brasil: Amadeo, Gill e Neri (2000:7), citado en el capitulo nacional correspondiente.

	Chile y México: Tokman y Martínez (1997) "Costo laboral y competitividad en el sector manufacturero de 

	América Latina", en Tockman y Martínez et al Costos laborales y competitividad industrial  en  América Latina. OIT, Perú.
	

	(a) Esta cifra contempla jubilación, accidentes de trabajo, educación e INCRA (Instituto Nacional de Colonización y Reforma).

	(b) Para el caso de Argentina se le agregó 1.5% que aporta el empleador para el PAMI (Programa de Asistencia Médica Integral para Jubilados y Pensionados).
	

	(c) Para el caso de Chile y México corresponde a gratificaciones o sueldos extra.
	
	


Sin embargo, es cierto que si se consideran otro tipo de prestaciones (como el reparto de utilidades, pocas veces pagado en la industria del vestido, o la prima vacacional) y los impuestos a la nómina, más los posibles costos derivados de un despido, los costos no salariales pueden llegar casi a duplicarse. Para compensar esta situación y preservar el carácter formal del empleo, el nivel de productividad debería elevarse en una proporción semejante, lo que es difícil de lograr en esta industria por los problemas mencionados en el primer capítulo. Ello lleva a que las empresas tiendan a subcontratar la producción en talleres clandestinos y en el trabajo a domicilio, quienes no perciben prestaciones ni seguridad social. De acuerdo al estudio realizado en Aguascalientes y Yucatán (Rueda Peiro y Simón Domínguez, 2006), así como en las entrevistas que realizamos en Puebla, los empresarios se quejan en esta industria por el alto costo de la seguridad social y los malos servicios que se ofrecen a los trabajadores.  Muchas empresas tienen servicios médicos en sus propias instalaciones.


c. Protección de derechos colectivos
El modelo mexicano privilegió los derechos colectivos sobre las libertades individuales y les imprimió un sesgo radical, supuestamente para favorecer la expansión de los sindicatos y la acción colectiva como principal vía para el mejoramiento de la situación de los trabajadores. Sin embargo, se acompañó como antídoto de la posibilidad de un fuerte control estatal en el procedimiento de registro de los sindicatos y en el reconocimiento de las directivas, lo que impidió que se desarrolle y consolide la acción colectiva independiente de los sindicatos oficiales, sobre todo en los últimos 10 años.



i. Poder sindical y contratación colectiva

Los sindicatos mexicanos, una vez registrados y con el reconocimiento oficial de sus directivas, tienen importantes poderes coactivos que le permiten expandir su presencia e imponer la negociación colectiva a los empleadores. Varios factores llevan sin embargo a la degradación de la contratación colectiva a través de la firma de “contratos de protección al empleador”, principal vicio del sistema de relaciones laborales mexicano y muy extendido en la industria maquiladora de prendas del vestido: 

a) Los empleadores están obligados a celebrar un contrato colectivo a solicitud del sindicato cuando utilicen los servicios de dos o más trabajadores sindicalizados y pueden emplazar a huelga con tal motivo. 

b) Una vez firmado un contrato con un sindicato, solamente puede disputarse la titularidad a través de un complicado procedimiento de pérdida de titularidad.

c) Los trabajadores no tienen ninguna participación durante las negociaciones ni deben validar el resultado.

d) Los contratos colectivos a nivel de las empresas pueden convertirse excepcionalmente en contratos-ley pero dependen de la decisión del Estado. Por el contrario, predominan los contratos por empresas en un contexto en el que el 98% de las empresas son micro o pequeñas, lo que facilita la simulación sindical.

e) Aunque el contrato colectivo beneficia a todos los trabajadores, las cláusulas de exclusión imponen la obligación de afiliarse al sindicato y permanecer en él. 

f) Existe la costumbre de firmar el contrato colectivo aún antes de que la empresa empiece a funcionar lo que le permite a ésta seleccionar convenientemente a su contraparte.

g) Si los trabajadores se organizan para demandar la celebración de un contrato colectivo y existe otro registrado, aquellos deben emprender un largo y azaroso juicio por pérdida de titularidad, lo que le permite al empleador dificultar el ejercicio del derecho a la negociación colectiva.



ii. Autonomía colectiva frente al estado y los empleadores

 La legislación mexicana no garantiza plenamente esta autonomía sino, por el contrario, amplias oportunidades para el control de la organización y lo hace con una evidente ambigüedad con la que se enmascara la naturaleza corporativa del régimen sindical. Un ejemplo de ello es el procedimiento de registro de las organizaciones sindicales ante la autoridad laboral así como el trámite de toma de nota de las directivas sindicales, mismos que crean la oportunidad de una gran discrecionalidad en el reconocimiento del sindicato y en el otorgamiento de las prerrogativas que de ello se derivan.



iii. Democracia dentro de los sindicatos

Es prácticamente nula la inducción legal hacia la consecución de una vida interna democrática, lo que más que una consecuencia del respeto por la autonomía sindical es el resultado del interés de los diseñadores en concentrar el poder en las cúpulas de los sindicatos, federaciones y centrales.



iv. Alcance  del derecho de huelga

Este aspecto de los derechos colectivos merece atención especial porque es aquí donde se expresa mejor la naturaleza radical- pero a la vez ambivalente- del orden laboral mexicano. La huelga es reconocida en la Constitución como un derecho colectivo de la mayoría que se impone a la minoría, dando lugar a la suspensión total de labores, sin que sea posible reemplazar a los huelguistas. Se puede estallar una huelga durante la vigencia de un contrato colectivo, sobre todo por violaciones al mismo pero no se permite la huelga cuando se viole la legislación laboral. La huelga puede ser de duración indefinida y no existe arbitraje obligatorio, aunque la solicitud de inexistencia puede obligar a los trabajadores a regresar al trabajo sin haberse resuelto el conflicto de fondo. Los requisitos establecidos en la ley para que proceda esta declaración no atentan contra su ejercicio pero son aplicados en forma laxa por la autoridad, creando otros que no están allí establecidos. 

v. Representación en la empresa y participación en la administración o gestión 

En contra de la generosidad con que este modelo legal otorga recursos institucionales de poder a los sindicatos frente a los empleadores y agremiados y les otorga amplios espacios de representación en el aparato estatal (Junta de Conciliación y Arbitraje, Comisión de Salarios Mínimos, IMSS, INFONAVIT, entre otros) no deja espacios significativos para la cooperación en la empresa. 

El siguiente cuadro resume los principales problemas de diseño que dificultan el cumplimiento por parte de los empleadores así como la defensa de sus derechos por parte de los trabajadores.

Cuadro 3: PRINCIPALES PROBLEMAS DE DISEÑO 

	DERECHOS INDIVIDUALES
	DERECHOS COLECTIVOS

	No se toma en cuenta la heterogeneidad de la estructura productiva. Los costos laborales no salariales están calculados para una gran empresa mientras más de la mitad de los trabajadores laboran en una micro o pequeña empresa. 
	Disparidad en la autoridad de registro sindical según jurisdicción; dependencia del Poder Ejecutivo (directa o indirecta) y ambigüedad en el carácter constitutivo o declarativo del mismo.

	Imprecisión en la reglamentación de derechos que dificulta su ejercicio y da lugar a largos conflictos e interpretaciones jurisprudenciales contradictorias
	Restricciones en materia de tipos organizativos, radio de acción sindical y por la existencia de dos jurisdicciones ( federal y local)

	Ausencia de periodo de prueba al mismo tiempo que se establece como regla general la duración indeterminada y se exige justa causa para el despido
	Condicionamiento de las cláusulas de exclusión a la discrecionalidad del empleador e inconstitucionalidad de las mismas por atentar contra la libertad sindical.

	Énfasis en la defensa del puesto de trabajo en lugar de asegurar la subsistencia del individuo ante la pérdida del empleo ( ausencia de seguro de desempleo)
	Excesivo poder a los líderes sindicales en materia de contratación colectiva y derecho de huelga 

	Incentivos para la simulación en materia de justificación del despido ante las dificultades para los reajustes de personal por razones económicas.
	Restricciones para la formación de sindicatos internacionales

	Falta de reglamentación de las acciones derivadas del principio de estabilidad laboral  (otorgamiento de planta y prórroga de la relación de trabajo) y excesivo burocratismo en la protección de los trabajadores a domicilio que se traducen en la más completa indefensión.
	Incentivos para la simulación en materia de formación de sindicatos y celebración de contratos colectivos: a) Procedimiento de celebración; b) Ausencia de participación de los trabajadores en el procedimiento de negociación colectiva; c) Ausencia de garantías en los juicios por pérdida de titularidad de los contratos colectivos. d) Restricciones para la celebración de contratos ley ( convenios por rama), e) modalidades de ejercicio del derecho de huelga

	Rigidez en la determinación de las jornadas de trabajo
	Ausencia de espacios de cooperación entre sindicatos y empresas en temas de productividad y reparto de resultados.

	Falta de precisión de las reglas en materia de intermediación y responsabilidad de empresas beneficiarias de los servicios
	Ausencia de reglas que induzcan la democracia y la rendición de cuentas en el seno de los sindicatos

	Rezago en materia de condiciones de trabajo: duración de la jornada semanal, vacaciones y aguinaldo muy inferiores a las existentes en países con economías más pequeñas o semejantes.
	Burocratización del derecho de huelga y ausencia de mecanismos y árbitros legítimos para resolver los motivos de la huelga y evitar suspensiones prolongadas o indefinidas.

	Escasa vinculación legal entre el salario, las prestaciones y la evolución de la productividad.
	Restricciones en los derechos colectivos de los trabajadores al servicio del Estado


Fuente: Bensusán, 2006. 

IV. Normas con alcance internacional, mecanismos de aplicación y resultados

Los resultados de esta investigación muestran la importancia de aprovechar tanto los instrumentos nacionales como los internacionales, sean públicos o privados, para defender a los trabajadores en contextos fuertemente competitivos, donde se genera un clima de legitimidad a la violación de sus derechos muy difícil de contrarrestar por una sola de estas vías de protección. En este capítulo revisamos de manera somera cuáles son los alcances, instrumentos y resultados logrados a través del uso de la vía internacional.
a. La protección de los derechos humanos
El diagnóstico de la OACNUDH (2003) sobre los DHL en México retoma las observaciones y recomendaciones del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales relativos a los informes presentados por el gobierno de este país en 1993, 1997 y 1999. Al respecto las preocupaciones del Comité se relacionan con cinco cuestiones. 

CUADRO 5

	PREOCUPACIONES
	RECOMENDACIONES
	SITUACIÓN ACTUAL

	Disminución del poder adquisitivo del salario mínimo e implicaciones en el aumento de la pobreza extrema, tendencia que se mantenía a pesar del éxito alcanzado en el control de la inflación
	Se adopten medidas eficaces para garantizar el cumplimiento del inciso ii del apartado a) del PIDSC, reflejado en el artículo 123, fracc.VI, constitucional, en relación con la canasta básica oficial.
	El salario mínimo no se ha recuperado aunque detuvo su caída a partir de 1996 y sigue estancado, sin que se cumpla el precepto constitucional. A comienzos del 2000 representaba menos de la tercera parte del salario de 1980, caída que solamente resulta equiparable a la experimentada en El Salvador. Para sostener una familia se requiere que trabajen tres de sus miembros. El informe sostiene que la evolución de los salarios documenta una política expresa del gobierno mexicano que viola los DHL de millones de personas. 

	La situación de las trabajadoras en las empresas maquiladoras, que sufren discriminación a través de la exigencia de la prueba de embarazo y el despido cuando se confirma esta situación
	Prohibir la exigencia de la prueba de no embarazo y tomar medidas judiciales contra el empleador que viole la prohibición.
	La práctica se mantiene.

	Nula disposición del Estado Mexicano a elevar la edad mínima para el trabajo de los niños de 14 a 16 años
	Ratificar el convenio 138 de la OIT relativo a la edad mínima de admisión al empleo.
	No se ratificó. El tema del trabajo infantil, principalmente en sectores agrícolas e industriales así como en actividades ilícitas ha sido objeto de fuertes críticas por parte del Comité de DESC y por el Comité del Niño

	Subsistencia de la reserva por parte del Estado Mexicano relativa al artículo 8 de dicho pacto, a pesar de que los derechos colectivos ahí regulados forman parte de los derechos de los trabajadores mexicanos establecidos en la legislación nacional.
	Retirar la reserva al artículo 8 del Pacto.
	No se retiró y se mantiene un fuerte control de las centrales sindicales por “viejos liderazgos que impiden la organización independiente”

	Falta de pluralismo en el sector de los trabajadores al servicio del Estado (TSE) y la no obligatoriedad del voto secreto en la elección de los dirigentes sindical
	
	Una jurisprudencia de la SCJN declaró inconstitucional la restricción que impone la unidad sindical obligatoria de los TSE.

Sigue sin establecerse la obligatoriedad del voto secreto en la elección de dirigentes sindicales.

	Tendencia a privatizar la seguridad social
	
	La reforma del régimen del ISSSTE de marzo del 2007 abre la puerta para la privatización del sistema de pensiones a partir del 2010.


Fuente: Elaboración propia con base en OACNUDH, 2003.

Diversos factores actúan como obstáculos estructurales para el respeto de los DHL en México, según este informe. Además de los de índole económica, como las transformaciones de la estructura productiva, el lento crecimiento y el déficit en la generación de empleos formales o la inserción en la economía mundial vía los bajos salarios, se mencionan los problemas de diseño e implementación del sistema de justicia laboral mexicano y la mala calidad de la representación sindical al subsistir en sus rasgos fundamentales un sistema de tipo corporativo- estatista.

Entre las propuestas de la OACNUDH para mejorar la situación de los DHL se incluye un conjunto de cambios en la legislación laboral en diversos rubros, tales como la equidad de género, la libertad sindical, ratificación de convenios de la OIT como el 98, regular los conflictos intrasindicales así como la rendición de cuentas y la transparencia sindical y crear un registro público autónomo de sindicatos y contratos colectivos, modernizar la legislación y las autoridades laborales, trasladando la justicia al poder judicial, combinar la flexibilidad laboral con la protección, modificar las regulaciones en materia salarial y transformar la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos y ampliar las atribuciones de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en materia laboral.

b.Los convenios de la OIT y las quejas ante el Comité de Libertad sindical

La Constitución de la OIT de 1919, la Declaración de Filadelfia de 1944 (que incluye los objetivos de esta organización y establece cuatro principios fundamentales: el trabajo no es mercancía, la libertad de expresión y asociación es esencial, la pobreza en cualquier lugar constituye un peligro para la prosperidad en todas partes y la guerra contra todas las carencias se debe desatar con vigor implacable”), la Declaración de la OIT de 1998
 que contiene los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y los convenios y recomendaciones de dicho organismo se refieren a los derechos laborales y de seguridad social así como a los que son reconocidos derechos humanos laborales fundamentales (DHLF): libertad sindical, abolición del trabajo infantil y del trabajo forzoso e igualdad de oportunidades y de trato.

Limitaciones

Estos principios es que no tienen ningún vínculo establecido con el comercio internacional.
La OIT (al igual que las Naciones Unidas) ha carecido siempre de poder real para hacer cumplir los principios y convenios internacionales, limitándose esencialmente a la persuasión.

Las violaciones a los derechos de asociación, negociación colectiva y huelga han sido  en México constantes a lo largo de la historia y se convirtieron en un freno insalvable para la consolidación de un sindicalismo verdaderamente representativo y autónomo. La consecuencia es la ausencia de un mínimo contrapeso, salvo contadas excepciones, a las políticas gubernamentales y empresariales orientadas a promover la competitividad abatiendo salarios y condiciones de empleo. Hay que señalar que si bien ratificó el convenio 87 sobre libertad sindical, no lo hizo en el caso del convenio 98, sobre negociación colectiva. Las violaciones a los derechos de asociación, negociación colectiva y huelga han sido  en México constantes a lo largo de la historia y se convirtieron en un freno insalvable para la consolidación de un sindicalismo verdaderamente representativo y autónomo y en el soporte de una impresionante simulación en el ejercicio de estos derechos (Bouzas et al, 2007). La consecuencia es la ausencia de un mínimo contrapeso, salvo contadas excepciones, a las políticas gubernamentales y empresariales orientadas a promover la competitividad abatiendo salarios y condiciones de empleo. 

Como puede desprenderse de las quejas presentadas ante la OIT a lo largo de tres lustros, los querellantes son fundamentalmente organizaciones sindicales independientes de las grandes centrales que reclaman el libre ejercicio del derecho de asociación. De la misma respuesta del Comité se deriva la existencia de diversos obstáculos puestos por la autoridad laboral mexicana para el registro de las organizaciones sindicales, trámite clave para que surja la posibilidad de ejercer los derechos colectivos de negociación colectiva y de huelga. 

c. Las reglas para las empresas multinacionales de la OCDE

Las líneas directrices para empresas multinacionales adoptadas por OCDE en 1976 son “recomendaciones” dirigidas a dichas empresas por los respectivos gobiernos cuyo contenido se relaciona con el respeto de los DHL. 

En materia de empleo y relaciones laborales, los principales principios de las directrices de la OCDE se refieren por tanto al derecho de los trabajadores a ser representados por sindicatos u otros representantes legítimos de los trabajadores y participar en “negociaciones constructivas” sobre condiciones laborales; contribuir a la abolición del trabajo infantil y la eliminación del trabajo forzado u obligatorio; no discriminar a los trabajadores por motivos de  raza, color, religión, etc. Se establecen igualmente recomendaciones respecto a las condiciones que la empresa debe proporcionar a los representantes de los trabajadores para ejercer su función, particularmente para la negociación de “convenios colectivos eficaces”. 

Se deben destacar dos recomendaciones de gran importancia, porque se refieren a una extendida práctica en la industria de prendas de vestir en México.

En casos de cierres de empresas o despidos colectivos, los cambios deben ser notificados con antelación razonable a los representantes de los trabajadores y las autoridades competentes, colaborando para atenuar los efectos adversos y antes de tomar la decisión final.

 En segundo lugar se recomienda “no amenazar, en el marco de negociaciones realizadas de buena fe con los representantes de los trabajadores acerca de las condiciones laborales o cuando los trabajadores ejerciten su derecho a organizarse, con el traslado fuera del país en cuestión de la totalidad o de una parte de una unidad de explotación ni con el traslado a otros países de los trabajadores procedentes de entidades integrantes de la empresa con el fin de influir injustamente en dichas negociaciones o de obstaculizar el ejercicio del derecho a organizarse”. 

Las directrices de la OCDE tienen un gran valor para los trabajadores que buscan organizarse en el marco de sectores como el de la industria del vestido o la industria electrónica donde no existen sindicatos o no son verdaderamente representativos, como ocurre en México. Sin embargo, la efectividad de las directrices públicas de la OCDE  para contrarrestar en México prácticas violatorias de los derechos colectivos fundamentales ha sido hasta ahora prácticamente nula, mientras por el contrario se han desarrollado en forma creciente a partir de los años noventa las regulaciones de tipo privado- como el código de base de ETI (Ethical Trading Iniciative, alianza formada en el Reino Unido por empresas transnacionales, ongs y sindicatos)- y otros CC internos de las mismas transnacionales, sobre los que nos ocuparemos más adelante.
Otro instrumento esencial proviene de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas quién elaboró, en el marco de los DESC, las “Normas sobre las responsabilidades de las empresas transnacionales y otras empresas comerciales en la esfera de los derechos humanos”, instrumento que se encuentra en un proceso de análisis para su posible instrumentación en el futuro
. 

d. El ACLAN y la solidaridad internacional

El ACLAN tuvo su origen principalmente en la necesidad de lograr la aprobación de ese instrumento en los Estados Unidos, más que en el interés de lograr una integración regional respetuosa de los derechos de los trabajadores (Bensusán, 1994). El hecho de que México tuviera históricamente en el papel una legislación de alto perfil, independientemente de sus niveles reales de cumplimiento, y que hubiera ratificado un número casi siete veces superior de convenios de la OIT (78 vs 11, de los cuáles solamente dos se refieren a los derechos laborales fundamentales) que su principal socio comercial del norte, evitó  que se lo sometiera a  exigencias de cambios normativos o a evaluaciones sistemáticas de su aplicación, como se hizo con los países centroamericanos en el marco del Sistema generalizado de Preferencias o en vías de negociar el CAFTA/RD. 

El ACLAN no incluye la meta de armonización institucional pero incorpora en sus 11 principios otros derechos que superan los fundamentales (es el caso del derecho a huelga, la igualdad de pago entre géneros, la protección de los derechos de los trabajadores migrantes y la prohibición de toda forma de discriminación) y  contempla la posibilidad – así sea remota- de imponer sanciones a través de un complejo y prolongado procedimiento de quejas,  solamente en casos de violación de las denominadas normas técnicas de trabajo establecidas en las legislaciones nacionales: trabajo de menores, salarios mínimos y seguridad e higiene. 

Limitaciones

· La exclusión de los demás principios

· Las condiciones exigidas son de muy difícil cumplimiento (pauta persistente de violación, equivalencia en la legislación entre los tres países y otras, referirse al comercio entre las partes)

· No existe participación alguna de las organizaciones sociales en los órganos ejecutivos

· No hay supervisión periódica o seguimiento regular del cumplimiento de los compromisos.  

El cuadro siguiente resume la evolución de cinco conflictos, tres de los cuáles en el marco del ACLAN, y permite visualizar la forma en que se combinó el uso de recursos institucionales nacionales e internacionales y los resultados alcanzados.

CUADRO 6: CONFLICTOS RECIENTES EN LA INDUSTRIA DE PRENDAS DEL VESTIR CON ALCANCE INTERNACIONAL

	CONFLICTO
	ACCIÓN INTENTADA
	RESOLUCIÓN NACIONAL
	RESOLUCIÓN INTERNACIONAL

	KUKDONG
	-Registro de sindicato independiente.

-Titularidad del CCT

-Firma de CCT

-Derecho de Asociación

-Negociación Colectiva
	-JLCA niega registro de sindicato SITEKIM.

Después de presión internacional

-Kukdong se convierte en Mexmode y da por terminado CCT con sindicato de FROC-CROC. 

-JLCA da registro a sindicato SITEMEX.

-Mexmode firma CCT con SITEMEX 
	OAN recomienda Consultas Ministeriales con el gobierno de México de conformidad con art. 22 del ACLAN.

El conflicto se resuelve por una intensa participación de organizaciones y sindicatos estadounidenses, canadienses y una ong coreana. Fuerte presión de Nike para lograr el reconocimiento del sindicato.

	TARRANT
	-Registro de sindicato independiente.

-Derecho de asociación 

-Negociación Colectiva
	-JLCA niega registro sindical 

-Cierre de la empresa

-Después de denuncia internacional

-Pago de liquidaciones a trabajadores en su mayoría en términos de ley.


	OAN recomienda Consultas Ministeriales con el gobierno de México de conformidad con art. 22 del ACLAN

OIT  recomienda a gobierno mexicano que el órgano de registro sindical otorgue oportunidad a las organizaciones sindicales de subsanar las .

Levi Strauss & Co ejerce fuerte presión para el pago de indemnizaciones

Intensa participación de la CDH del Valle de Tehuacan y la RSM.

	MATAMOROS GARMENT
	Registro de sindicato independiente.

Derecho de asociación 

Negociación Colectiva
	JLCA niega registro sindical 

Cierre de la empresa después de denuncia internacional

Pago de liquidaciones a trabajadores en su mayoría en términos de ley.
	OAN recomienda Consultas Ministeriales con el gobierno de México de conformidad con art. 22 del ACLAN

OIT  recomienda a gobierno mexicano que en caso de reabrir empresa y  de que el sindicato solicite registro le sea otorgado.

Intensa participación del CAT y la RSM

	LAJAT
	Registro de sindicato independiente 

Derecho de asociación
	JLCA niega registro sindical

Cierra planta de Gómez Palacio, Durango.

No paga indemnización a trabajadores.
	La Coalición por Justicia en las Maquiladoras denuncia incumplimiento del código de conducta a Levi Strauss & Co.

Levi Strauss & Co. intenta resolver conflicto de manera interna pero se cierra la planta y cancela contrato con Lajat.

	MONCLAVA
	Se reclaman pagos de prestaciones como horas extras y problemas de salud e higiene en el trabajo 


	Cierra empresa

No paga indemnización
	RSM se contacta con Hanes pidiendo intervenga para que se respeten derechos de trabajadores.

Hanes responde que las autoridades laborales se encargan de proteger derechos de trabajadores.


Fuente: OAN de México, 2007. OIT, Comité de Libertad Sindical; RSM, página web.

e. Los Códigos de Conducta en la industria del vestido, los procedimientos de monitoreo y las alternativas

Contenido de los códigos

Los Códigos de Conducta de las empresas trasnacionales son el resultado de una decisión discrecional de las marcas porque de ellas depende adoptarlos y exigir su aplicación a las empresas proveedoras. Se ha señalado que la expansión de estos códigos en los noventa se debió a la ausencia de un régimen internacional obligatorio en materia laboral y a la debilidad de la OIT y la OCDE para imponer reglas a las transnacionales y sus subsidiarias y proveedoras en los distintos países (Heeple, 1999, p. 357).
 Por su parte los Códigos de Interés Múltiple o Multipartitos como el de ETI (Ethical Trade Initiative) son instrumentos de mayor alcance al no referirse a una empresa en particular, estableciendo estándares para regiones amplias con normas particularizadas que pretenden comprometer a varias marcas en la misma industria y abarcando toda la cadena productiva. De esta manera se evita la competencia desleal entre las mismas empresas por la vía del abatimiento de los estándares laborales y la violación de los DHL, factor que suele ser la causa principal de la resistencia a cumplir con estas reglas. Además, las ongs vinculadas a estos Códigos tienen mayor relación con los consumidores en tanto sus sedes se encuentran en los países de más alto consumo. Otra ventaja es que incluyen programas de capacitación tanto a nivel de las marcas y empresas contratistas para la mayor comprensión por parte de las primeras de la idiosincrasia de los países en que hacen sus contrataciones.  Por el contrario, por su contenido, son muy semejantes a los establecidos en los CC de las trasnacionales, y poco hacen para exigir el mejoramiento de las capacidades estatales para defender los DHL a través de los sistemas nacionales de protección. 

De acuerdo a Hepple (1999) la credibilidad de los Códigos de Conducta está relacionada con la forma en que éstos son definidos (unilateralmente o negociados con sindicatos u ongs) e interpretados y por los procedimientos de monitoreos, principalmente en términos de si estos son un instrumento real para modificar el comportamiento de las marcas y sus proveedoras o si simplemente son un “ejercicio de relaciones públicas”. Otra cuestión es si son o no un recurso aprovechado para eludir a los sindicatos y preferir el trato con ongs defensoras de derechos humanos, mismas que carecen de verdaderos recursos de poder para hacerlos efectivos. 

Una comparación de los contenidos de los CC en las empresas Levi Strauss & Co., Gap y Sara Lee realizada por MUTUAC (agosto del 2006)
 muestra que no se circunscriben solamente a los estándares laborales contenidos en la Declaración de Derechos Fundamentales de la OIT de 1998 sino que exigen de manera general el respeto de la legislación nacional. En general, hay una gran coincidencia entre el contenido de estos códigos circunscritos a determinadas empresas, el código de base del ETI (Código de Conducta de tipo multipartito) y, por ejemplo, lo dispuesto por la legislación laboral mexicana, como se muestra en el cuadro siguiente. 

CUADRO 7 - COMPARATIVO DE CÓDIGOS DE CONDUCTA

	TEMA
	WORLWIDE RESPONSIBLE APPAREL PRODUCTION 
	FAIR LABOR ASSOCIATION
	SOCIAL ACCOUNTABILITY INTERNATIONAL
	ETHICAL TRADING INITIATIVE (ETI)
	LEVI  STRAUSS & CO.
	GAP INC.
	SARA LEE CORPORATION
	LEY FEDERAL DEL TRABAJO

	TRABAJO INFANTIL 

(Edad minima)

(DHLF)
	14 o edad para completar educación básica
	15 o 14 si el país receptor lo permite o edad para completar educación básica
	15, 14 o la edad mínima permitida por el país receptor
	15, 14 o la edad mínima permitida por el país receptor 
	15 o edad para completar educación básica
	14 o la edad mínima permitida por el país receptor
	15 o la edad mínima permitida por el país receptor
	14-16 que hayan terminado ecuación básica

	TRABAJO FORZADO

(DHLF)
	Prohibido
	Prohibido
	Prohibido
	Prohibido
	Prohibido
	Prohibido
	Prohibido
	Prohibido

	DISCRIMINACIÒN

(DHLF)
	Prohibida
	Prohibida
	Prohibida
	Prohibida
	Prohibida
	Prohibida
	Prohibida
	Prohibida

	ACOSO Y ABUSO
	Prohibida
	Prohibida
	Prohibida
	Prohibida
	N/C
	N/C
	N/C
	Prohibida

	LIBERTAD DE ASOCIACIÓN y NEGOCIACIÒN COLECTIVA (DHLF)
	Reconocida y compromiso de facilitarla  en caso de restricciones legales del país 
	Reconocida  y compromiso de facilitarla en caso de restricciones legales del país
	Reconocida  y compromiso de facilitarla en caso de restricciones legales del país
	Reconocida  y compromiso de facilitarla en caso de restricciones legales del país
	Reconocida y  promoción
	Reconocida
	N/C
	Reconocida

	JORNADA DE TRABAJO
	Límite legal del país 
	El menor entre 48 hrs por semana, o limite legal del país
	El menor entre 48 hrs por semana, o limite legal del país
	El menor entre 48 hrs por semana, o limite legal del país
	Limite legal del país
	Limite legal del país
	Limite legal del país
	48 hrs. por semana

	TIEMPO EXTRA
	N/C
	El menor entre 12 hrs. y limite legal del país. 

Pago de hrs. extras con tasa especial
	12 hrs. excepcionalmente

Pago de hrs. extras con tasa especial
	12hrs. y voluntarias Pago de hrs. extras con tasa especial


	Excepcionalmente el que exceda de  60 hrs por semana
	Limitado al tiempo que asegure condiciones de trabajo humanas y productivas 
	Limite legal del país
	Limitada a 3 hrs. por día  y 3 días por semana, pagadas con una tasa especial.

	DÌA DE DESCANSO
	1 por cada 7
	1 por cada 7
	1 por cada 7
	1 por cada 7
	1 por cada 6
	N/C
	N/C
	1 por cada 6

	SALARIOS
	Salario mínimo  establecido en el país
	Salario mínimo  establecido en el país o prevalente en la industria
	Salario mínimo  establecido en el país o prevalente en la industria
	Salario mínimo  establecido en el país o prevalente en la industria
	Salario mínimo  establecido en el país o prevalente en la industria
	Salario mínimo establecido en el país
	N/C
	Salario mínimo establecido por Comisión Nacional de Salarios Mínimos

	PRESTACIONES
	Ley local
	Ley local
	Ley local
	Ley local
	N/C
	N/C
	N/C
	Prevista sen Ley y contratos colectivos de trabajo

	SALUD E HIGIENE EN EL TRABAJO
	Ambiente de trabajo seguro e higiénico incluida vivienda si se proporciona
	Ambiente de trabajo seguro e higiénico
	Ambiente de trabajo seguro e higiénico incluida vivienda si se proporciona, medidas de prevención de accidentes, tener personal de gerencia encargado del tema
	Ambiente de trabajo seguro e higiénico incluida vivienda si se proporciona, medidas de prevención de accidentes, tener personal de gerencia encargado del tema
	Ambiente de trabajo seguro, sin riesgos para la salud, incluida vivienda si se proporciona
	Ambiente de trabajo seguro, higiénico, iluminado y ventilado, incluida vivienda si se proporciona
	Demostrar interés por salud y seguridad de trabajadores
	Cumplir con disposiciones legales sobre seguridad e higiene en el trabajo, proporcionar seguridad social 

	PRÀCTICAS DISCIPLINARIAS
	N/C
	N/C
	N/C
	N/C
	Prohibido el maltrato corporal u otras formas de coerción física o mental
	Prohibido el maltrato corporal u otras formas de coerción física o mental
	Prohibido el maltrato corporal u otras formas de coerción física o mental
	Prohibido castigos corporales o tratos que afecten dignidad y salud física y mental 


Fuente: Elaboración propia a partir de material de apoyo de Mujeres trabajadoras unidas A.C. y de la Ley Federal del Trabajo.

N/C: No se contempla

DHLF: Derecho Humano Laboral Fundamental, OIT, 1998.

Los procedimientos de monitoreo de los Códigos de Conducta

 Existen tres tipos de monitoreos de los DHL incluidos con los Códigos de Conducta: 

· Los que realiza la propia compañía o de tipo interno; 

· Los que realiza la marca internacional respecto de sus proveedores o contratistas 

· Los de tipo externo, realizados por agencias especializadas u ongs. ( Heeple, 1999).

En los últimos años las limitaciones de la promoción del respeto de los derechos laborales a través de los Códigos de Conducta han sido puestas de manifiesto en diversas investigaciones:

· Esta estrategia solamente puede dirigirse a un número reducido de productos,
 

· Son principalmente los consumidores de los países altamente desarrollados los que deciden cuáles derechos hay que defender y cuáles fábricas supervisar

Las opiniones recogidas en México coinciden con diversas fuentes consultadas que advierten las limitaciones de los CC y los procedimientos privados de monitoreo como instrumentos para conseguir el respeto de los derechos de los trabajadores y la importancia de lograr una mejor combinación de estos valiosos esfuerzos, con la exigencia de regulaciones nacionales más efectivas y procedimientos estatales de fiscalización estatal más eficaces (Heeple, 1999). En esta dirección, se vuelve indispensable que la experiencia y el conocimiento adquirido en los monitoreos sean sistematizados y mejor difundidos de manera que los actores sociales y políticos puedan utilizar este conocimiento en sus demandas de rectificación de la política laboral junto a reformas institucionales nacionales, para lograr que éstas sean orientas a hacer realmente efectiva la protección que ofrecen las leyes mexicanas. Además, la cooperación de ongs y sindicatos se muestra como una meta ineludible, a la vez que resultaría necesario evitar que una “proliferación de códigos de conducta sin sentido, termine por contrarrestar la presión de los consumidores” (Seidman, 2006, 202). 

Las conclusiones con mayor importancia para el caso de México de los estudios realizados por la RSM (2007) son las siguientes:

1. Algunas empresas grandes deberían dedicar recursos proporcionalmente mayores al cumplimiento de los estándares laborales que los que destinan las empresas más pequeñas.

2. Deberían hacerse mayores esfuerzos para hacer participar a los trabajadores y cambiar el procedimiento por el cuál se avisa a las empresas en forma previa a su realización. También debería asegurarse dónde se realiza la producción para las marcas y evitarse el uso de talleres clandestinos y trabajo a domicilio.

3. Algunas empresas están cambiando el enfoque para el cumplimiento de estándares investigando las causas de raíz de problemas persistentes y tratando de encararlos. Debería darse más atención a la vigilancia del derecho de asociación y a la inscripción de los trabajadores en la seguridad social. Deberían también uniformarse los procedimientos de fiscalización, actualmente muy desiguales, y dar mayor estabilidad a los grupos de monitoreo así como lograr una mayor cooperación entre estos.

4. Ninguna  de las empresas ofrece incentivos positivos a sus proveedores o a las fábricas que cumplan o excedan el cumplimiento de estándares laborales.

5. La colaboración con otras empresas, ongs y organizaciones sindicales es crítica para tratar con las causas de raíz de los abusos a los derechos laborales.

6. Se comprobó que la calificación del nivel de transparencia de una empresa no es en sí misma una garantía de cumplimiento de los estándares laborales en sus cadenas de suministros. 

3. MECANISMOS DE VIGILANCIA Y APLICACIÓN  NACIONALES 

LA INSPECCIÓN DEL TRABAJO

La Inspección del Trabajo (IT) es la institución encargada en México de la vigilancia del cumplimiento de las normas laborales. Del desempeño de esta instancia –junto con el de los sindicatos y del sistema de justicia laboral- depende en lo fundamental la posibilidad de detectar el incumplimiento de dichas normas y cuál sería el costo que el empleador tendría que pagar por tal conducta. A diferencia de los países centroamericanos, México no enfrentó presiones semejantes por parte de los EEUU para lograr, en el contexto de la firma de acuerdos comerciales (TLCAN/94), un más efectivo cumplimiento de las normas laborales, lo que en cambio llevó a esos países a adoptar cambios sustanciales en el sistema de inspección. A pesar de la importancia asignada en el diseño legal mexicano a la IT, llama la atención el hecho de que los actores del mundo del trabajo, se trate de ongs o de sindicatos, hayan realizado hasta ahora escasos esfuerzos para reclamar un mejor funcionamiento de esta dependencia. Puede decirse que al menos por lo que se refiere a la industria del vestido en el DF, Puebla y Yucatán, se trata de una institución prácticamente inexistente.


a.Características de la Inspección


i. Competencia federal y local
Las inspecciones son realizadas por los inspectores asignados a cada una de las Delegaciones Federales, así como por los Inspectores Locales, dependiendo el ámbito de su competencia
. Se trata de un modelo de fiscalización de tipo federal por lo que la vigilancia del cumplimiento de las normas laborales se distribuye entre la Inspección Federal del Trabajo (dependiente de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social del Gobierno Federal) y la Inspección Local del Trabajo (dependiente de la Subsecretaría del Trabajo y Previsión Social del Distrito Federal, en el caso de la ILTDF, o de los gobiernos de los estados). La autoridad federal es competente en materia de seguridad e higiene así como de capacitación y adiestramiento en todas las ramas y empresas del país. La Inspección Local, por su parte, es auxiliar de la federal en la fiscalización de estas cuestiones en empresas de jurisdicción local y queda a cargo de la vigilancia del cumplimiento del resto de las normas en dichas empresas. 



ii. División de funciones entre IT, IMSS y autoridades fiscales. 

Esta distribución de competencias es una de las fuentes de problemas en el desempeño de la institución, sobre todo porque no existen en todos los estados convenios de coordinación entre estas instancias y porque muchas veces supone la interacción de funcionarios provenientes de administraciones originadas en partidos políticos distintos, poco dispuestos a cooperar. A la división de competencias se suma el problema de la división de las tareas de fiscalización entre diversas dependencias, a pesar de que el incumplimiento de las normas laborales suele estar acompañado de la no inscripción de los trabajadores en la seguridad social y de la evasión impositiva. Mientras la vigilancia de las normas laborales le corresponde a la IFT/ILT, es el IMSS el órgano encargado de asegurar que los empleadores afilien a sus trabajadores al régimen de la seguridad social. Esto genera problemas de coordinación y estrategias diseñadas con enfoques contrastantes además del hecho de que ninguna de estas instancias se coordina con las autoridades fiscales y que, al igual que éstas, no suelen contar con estrategias para fiscalizar a las empresas no registradas. Una tarea común  que facilitaría la detección de las violaciones a los derechos laborales sería, por ejemplo, la construcción de padrones confiables de empresas sujetas a fiscalización, inspeccionadas y sancionadas, lo que supuestamente realizan por separado cada una de estas dependencias. 


iii. Lugares sujetos a fiscalización

Las inspecciones se realizan en los centros de trabajo que de acuerdo con la fracción V del Artículo 2 del Reglamento de Inspección, se refieren a: "Todo aquél lugar, cualquiera que sea su denominación, en el que se realicen actividades de producción, comercialización o prestación de servicios, o en el que laboren personas que estén sujetas a una relación de trabajo, en términos del apartado "A" del Artículo 123 constitucional". Como se desprende de la definición anterior, existe un criterio amplio para determinar qué lugares quedan sujetos a la fiscalización y sería completamente legal el que se desplegaran estrategias para fiscalizar a los talleres y empresas no registradas ante ninguna autoridad, los que proliferan en la industria del vestido. Es obvio que una parte significativa de las empresas del vestido, que no se ha dado de alta ante estas instancias, queda fuera de los padrones y no está sujeta a la labor de fiscalización de la IFT por lo que se refiere a la seguridad e higiene ni del IMSS.



iv .Tipos y modalidades de inspecciones

De acuerdo con la reglamentación, las inspecciones se clasifican en ordinarias y extraordinarias. Cabe señalar que en las inspecciones extraordinarias realizadas a solicitud de un trabajador, el patrón puede llegar a conocer –al menos así se reconoció en el caso de la ILTDF- el nombre de la persona que emitió la queja en tanto queda consignado en el expediente, situación que deja en el desamparo al trabajador, pues de acuerdo con información proporcionada en entrevista "el patrón por lo regular toma represalias contra ese trabajador".
 Por el contrario, según se informó en la IFT y en la Inspección Local del Trabajo de Puebla y de Sonora, esto no ocurre en esas jurisdicciones en tanto el nombre de quién presentó la queja no consta en el acta de inspección. 


b. Estrategias, procedimientos y sanciones

En cuanto al tipo de intervención estatal que subyace en la IT, de acuerdo a la misma LFT y a su reglamento en esta materia, ésta puede tener un propósito sancionador, cuando se  detecta la violación a las normas laborales o de asesoría. De hecho, uno de los principales cambios y oscilaciones en el desempeño de la IT, tanto a nivel federal como local (DF, Puebla y Sonora), radica precisamente en el énfasis puesto en la labor de prevención y asesoría o de sanción. Falta en cambio una estrategia más orientada a la reparación real de los efectos del incumplimiento patronal, como parecería existir en otros países. 




i. Inspección Federal del Trabajo (IFT)

A nivel federal, con base a un Reglamento Federal de Seguridad, Higiene y Medio Ambiente de Trabajo adoptado en 1997, se dieron los primeros pasos hacia la privatización de la función de inspección. Si bien estas experiencias están acotadas a la fiscalización del cumplimiento de las normas sobre seguridad e higiene y medio ambiente laboral, se trata de una cuestión crucial para la vida de los trabajadores, además de que la amplitud de este último concepto supone que pudiera llegar a abarcarlo todo. Otro problema es que no se establece ningún mecanismo para evitar la parcialidad de las empresas verificadoras, en tanto quedarían limitadas para afectar los intereses de quienes las contrataron y pagan sus servicios.

Con la llegada del nuevo gobierno federal en el 2000, una de las primeras actividades de los funcionarios, provenientes del medio empresarial, fue elaborar un diagnóstico (reingeniería) que diera cuenta de la situación real en que se encontraba esa dependencia. En entrevista con su anterior Director (2000-2006), manifestó que la inspección era una actividad de simulación y corrupción. Se comprobó que existía una muy baja capacidad de prevención y sanción. (De 804,000 empresas que se tenían registradas en el IMSS en el 2001, sólo se visitaron 14, 325, lo que equivalía tan solo al 1.77%.)  Desde su perspectiva, el 98% de las empresas desconocen la normatividad laboral. Además, se argumentó que en sexenios anteriores la función de la STPS era de “reacción ante los conflictos, de confrontación”. Bajo esta perspectiva, la nueva IFT se propuso dejar en segundo plano la sanción, pues partieron del supuesto de que era más importante orientar que sancionar: "El problema es el desconocimiento de la ley. La sanción no es tan importante, el empleador debe conocer primero cuáles son sus obligaciones".
ii. Inspección Local del Trabajo del Distrito Federal (ILTDF), Puebla (ILTP) y Sonora (ILTS)

En la ILTDF se pueden distinguir tres fases: 

· (1988-1996), basada en la estrategia de la sanción; 

· (1997-1999) que priorizaba la prevención y la orientación (“amnistía laboral”) 

· (2000 - ) en la que se vuelve a la primera estrategia,  en 2001 el proceso se volvió más complejo subdividiéndose en dos etapas que pasan por el de la DGTyPS y del director de la ILTDF con la finalidad de evitar prácticas de corrupción.
La ILTP empezó apenas a funcionar a partir de 2005, al crearse la nueva secretaría de Trabajo y Competitividad
 y ha seguido desde entonces una estrategia orientada a la prevención, la asesoría y cumplimiento voluntario, con un enfoque claramente empresarial y receptivo de los principios de la Nueva Cultura Laboral, situación que se repite en el Estado de Sonora. En el caso de Yucatán, donde el empleo en la industria del vestido ha venido creciendo, se trata de una institución
 que prácticamente no opera como tal en los hechos, según se manifestó en entrevista telefónica, al señalarse que los empleadores se resisten a la fiscalización.


c. Resultados de la Inspección del Trabajo: efectividad y eficacia


i. Actividades
La IFT tiene a su cargo la supervisión de las normas laborales que se consideran más importantes porque su trasgresión puede llegar a poner en riesgo la vida de los trabajadores. 

De acuerdo a los informes de la propia IFT: En 2003, el número de inspecciones extraordinarias a nivel nacional fue de 14,956 de un total de 31,221. De un total de 27 mil 435 actas de inspección, poco menos de la mitad fueron archivadas por no presentar violaciones y solamente en un 30% de los casos se solicitó la aplicación de sanciones (8,487), lo que no significa que se hayan aplicado efectivamente. Paralelamente se realizó un total de 22,592 asesorías, 80% de las cuáles se realizaron en forma personal y el porcentaje restante se hizo por escrito. 
Si se toman en cuenta los datos proporcionados respecto a las actividades de la ILT en el Estado de Puebla, los resultados muestran que entre junio y diciembre del  2005 solamente se hicieron 127 inspecciones (para un total de 4000 empresas) y en el sector de la maquila del vestido solamente se hicieron cuatro de éstas. La casi totalidad de las inspecciones fueron de tipo ordinario, lo que muestra que los trabajadores no entablen denuncias contra sus empleadores en ese estado, lo que puede deberse a la nula credibilidad de dicha dependencia.

 El deterioro de los recursos 

En 2006 solamente existía un total de 184 inspectores para un total de 32 delegaciones federales en el país (ocupando 34 inspectores federales en el DF, 12 en Puebla, 5 en Sonora y 4 en Yucatán y los restantes en las demás entidades), menos de la mitad de los que existían hace doce años y 23 inspectores menos de los que se tenía en 2003
. El salario era de alrededor de 700 dólares, cuando en su gran mayoría tienen nivel de educación superior (137 ingenieros y 31 licenciados en derecho), lo que equivale a más de 11 veces menos de lo que gana el Director General de Inspección, como se muestra en el siguiente cuadro incluyendo tanto la IFT como la ILTDF y la ILTP. 

GRÁFICA 3: SALARIOS DE FUNCIONARIOS E INSPECTORES DEL TRABAJO
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Fuente: Elaboración propia con información publicada en los portales de transparencia de las Secretarias de Trabajo federal y de las entidades.

En cuanto a los recursos destinados a esta función en el DF, la administración saliente en 1997, al tener que entregar el poder a un partido de oposición, aprobó para el ejercicio de 1998 una reducción presupuestal muy fuerte, que para el caso de la DGTyPS (de la que depende la IT) representó una disminución de más del 50% respecto al año anterior.  Sin embargo, el presupuesto asignado a la DGTyPS siguió sufriendo reducciones en años posteriores. En 2004 el presupuesto de esa dependencia equivalía aproximadamente a la quinta parte del que esa dirección tenía en 1994. 

d.Tiempos y alcance de la actividad  sancionadora: revisión de expedientes

Tiempos

· A nivel federal 

·  Violaciones a las normas de seguridad e higiene - entre tres y seis meses

· Violaciones a las condiciones generales de trabajo - de dos a tres meses

Sanciones

La IFT impuso un total de 6,640 sanciones a un total de 14,270 empresas entre 2002 y 2003, recaudando más de 6 millones de pesos
, mientras la ILTDF en ese mismo aplicó 37 sanciones a un total de 912 empresas, con un monto de poco más de 140 mil pesos.

El monto promedio de las sanciones alcanzó a 43 salarios mínimos y el monto más frecuente fue de 15 salarios mínimos debido, según se explicó, a que se tiene la política de no “dañar” la economía de las empresas y agilizar los trámites y “terminar con el rezago de expedientes”. La casi totalidad de las multas impuestas (de las que no se sabe si se llegaron a pagar) implicaron cantidades relativamente bajas para los empleadores, por lo que puede concluirse que el costo de incumplir con las normas en esta materia en México es muy bajo, lo que  constituye un fuerte incentivo para seguir tal conducta. 
Ciclo

A través de la revisión de expedientes en la IFT se observó que el tiempo desde que se realiza la inspección hasta que se genera una resolución en el área jurídica es en promedio de 166 días hábiles, mientras que el tiempo máximo llegó a un total de 486 días, sin considerar el tiempo que toma llegar hasta la aplicación efectiva de la sanción.

e. Limitaciones de “enfoque pedagógico” de la IFT: un balance alarmante que se confirma en el accidente en la mina de Pasta de Conchos
Entre las principales deficiencias del sistema de inspección se encuentran algunas de tipo estructural, como la división de competencias a nivel federal y local y la falta de coordinación entre ambas, al punto de que no se ha logrado siquiera que todos los estados tengan convenios de colaboración con el gobierno federal, responsable en todas las ramas en materia de seguridad e higiene en el trabajo. Tampoco existe una coordinación adecuada entre la IT, el IMSS y la SHCP, a pesar de que los evasores suelen violar los tres tipos de normas (laborales, seguridad social y fiscales). En México predomina una muy limitada cultura de denuncia, lo que por el contrario en otros países se convierte en el principal impulsor de la actividad fiscalizadora de la IT (Bensusán, 2006).

Las consecuencias del nuevo enfoque “pedagógico” y de la mala calidad de las inspecciones en la IFT quedaron expuestas a la opinión pública en forma dramática después del trágico acontecimiento en la mina de Pasta de Conchos, Coahuila, en el que murieron 65 mineros el 19 de febrero del 2006, cuyos cuerpos (salvo dos) no han podido ser rescatados después de transcurrido más de un año. 

La CNDH encontró que  en dos ocasiones anteriores, la visita de los inspectores permitió detectar el incumplimiento de las responsabilidades patronales y señalar las medidas que debían tomarse. A pesar de que la empresa no cumplió con las exigencias señaladas en la inspección después de varios meses, los inspectores no tomaron ningún tipo de medida para obligar a corregir las deficiencias hasta que finalmente se produjo el temido accidente. 

Un dato es ilustrativo: los inspectores demoraban hasta un año para entregar los emplazamientos para adoptar medidas de seguridad y jamás se verificaron las contradicciones entre los datos de la inscripción de los trabajadores al IMSS y sus verdaderos salarios y antigüedades. Igualmente se denuncia la complicidad de la Secretaría de economía, responsable de vigilar el cumplimiento de la ley minera. Fue así que solamente después del accidente la STPyS impulsó una campaña de inspecciones extraordinarias en  minas ubicadas en 23 estados del país, donde se practicaron 171 inspecciones y se sancionó a 64 de éstas por violaciones a las normas de seguridad e higiene y a un número semejante por violaciones a las normas de trabajo (CEREAL, 2007). 
 

 En su informe el ENPS concluye en que “No cumplir con la legislación laboral… a la empresa no le representa un gasto mayor a 580 mil pesos por inspección, lo que resulta una cantidad inferior a la que debería invertir en seguridad e higiene cada año. Es decir, si la penalización máxima que establece la ley es menor que la inversión que debe hacer la empresa para garantizar la seguridad de los trabajadores, dicha penalización resulta en un ahorro de los gastos de producción”.
 Sin embargo, esa perspectiva se agrava si consideramos que por norma la IFT no pone por lo general las penas máximas sino las mínimas, tal como resulta de nuestra revisión de expedientes.

V. JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE (JCyA)
Las JCyA constituyen un factor decisivo en el cumplimiento de los derechos de los trabajadores e inciden en las expectativas de los actores. En situaciones de alta rotación laboral y constantes cierres de empresas, estos tribunales son fundamentales para la defensa de los trabajadores por lo que se refiere al pago de indemnizaciones, tal como ocurre en la industria del vestido.

Estructura, integración y competencias

Son las encargadas de dirimir los conflictos de intereses entre el trabajo y el capital pero también se ocupan de los registros sindicales (jurisdicción local) y los conflictos colectivos intersindicales y obrero-patronales. Ejercen funciones jurisdiccionales idénticas a las del poder judicial (sin pertenecer a éste) pero dependen del Poder Ejecutivo. Están integradas de manera tripartita con base en la realización de supuestas convenciones electorales. Tienen una distribución de competencias en la jurisdicción local y federal de acuerdo al tipo de rama de actividad económica. Corresponde a las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje la competencia en materia de la industria del vestido y a la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje la competencia en la industria textil.

CUADRO 8: INSTANCIAS EN EL SISTEMA  DE JUSTICIA LABORAL
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Fuente: OIT, 2005.

FUENTES PARA EL ESTUDIO DE LAS JUNTAS
a)  Estudio de OIT- STPS: Juntas Locales de doce estados, con base en entrevistas y revisión de expedientes

b) Estudio Pearson: Junta Federal de Conciliación y Arbitraje con base en 10 entrevistas de una lista propuesta por este tribunal.

c) Nuestra investigación: Primera etapa, 2004 ( JFCyA; JLCyADF; JLCyAS), Segunda etapa: 2006 ( JLCyADF); JLCyA Puebla y especial de Tehuacan.  (Estadísticas laborales, expedientes, entrevistas).
a) OIT-STPS
Importancia del estudio: Cubre una muestra de juntas a cargo del 37.5% de los conflictos laborales del país  en doce estados

Principales problemas detectados:

TRIPARTISMO: participación marginal de los representantes; no se cumplen los principios de inmediatez, discusión y deliberación de los laudos. Factores explicativos según entrevistados: falta de interés en la selección de representantes, no son abogados, bajas remuneraciones, número limitado de representantes y escasa capacitación.

TRANSPARENCIA: solamente tres de las juntas publican criterios del pleno. Por lo general los abogados litigantes desconocen estos criterios; carecen de órganos de difusión de sus atribuciones y los funcionarios no se creen obligados a dar a conocer las etapas del procedimiento a los usuarios no letrados. Un problema no explorado en este estudio es el estado de los archivos.

MOTIVACIÓN DE LAUDOS: bajos niveles de argumentación jurídica de las decisiones, lo que se traduce en un alto número de amparos ( entre el 40/70% de las decisiones dan lugar a amparo y resultan favorables alrededor del 50 al 70%). También se encuentran deficiencias en la argumentación a nivel del juicio de amparo.

MERITOCRACIA: no existe un servicio civil de carrera que regule el ingreso, la permanencia y promoción del personal; los concursos que se realizan no son públicos.

CORRUPCIÓN. No hay indicios de “corrupción sistémica” pero las percepciones varían sustancialmente entre las juntas. Las actuaciones de mayor riesgo son las notificaciones, embargos y providencias cautelares. No hay un sistema eficiente  para fincar responsabilidades al personal y falta supervisión de los titulares respecto a calidad de actuaciones y decisiones.

NIVELES DE DESEMPEÑO: alto (Hidalgo, Toluca, Nuevo León y Zacatecas); medio (Baja California, Puebla, Querétaro, San Luis Potosí, Yucatán); bajo (Chiapas, Jalisco y Veracruz).

TIEMPOS PROCESALES: varía desde 399 días en Nuevo León a 697 días en Chiapas, lo que muestra que la lentitud es uno de los problemas más serios del sistema de justicia.

MODELOS DE DECISIÓN Y TIPOS DE LAUDOS: Las principales decisiones y diligencias son realizadas por el auxiliar de las juntas; quién dictamina no estuvo presente en las diligencias, incluyendo el desahogo de pruebas; se deja en el presidente de la junta, nombrado por el gobierno, la decisión. Ej. Nuevo León: Alto porcentaje de conciliaciones (40%); alrededor de 10% de laudos condenatorios y 50% de laudos mixtos (no dicen en qué porcentaje se concede la acción principal).

OBSTÁCULOS PARA EL ACCESO A LA JUSTICIA: Costo elevado de pagos extras, falta de asesoría legal adecuada, decisiones injustas, insuficiencia en la experiencia de funcionarios, lentitud en resolución de asuntos y el incumplimiento de decisiones de las juntas.

RECOMENDACIONES: Ante la imposibilidad de lograr una reforma constitucional para trasladar el sistema al poder judicial para resolver el problema de parcialidad y falta de independencia del Poder ejecutivo, se proponen mejoras de tipo procesal, sobre todo para promover las conciliaciones.
b)ESTUDIO PEARSON SOBRE LA JFCYA (Principal limitación de este estudio: se basa en solamente 10 entrevistas a usuarios de una lista proporcionada por la propia instancia a ser evaluada)
Resultados

Visión marcadamente negativa entre los entrevistados (abogados empresariales y de trabajadores): baja credibilidad y altos niveles de corrupción. 

Corrupción: “Lubricante en un sistema no funcional y factor de peso en decisiones y laudos”. Es más fuerte entre funcionarios de menor nivel pero con atribuciones exageradas, como es el caso de actuarios y peritos.

Incertidumbre y frustración ante la falta de experiencias estándar y la discrecionalidad. Fallos absolutamente sorprendentes y sospechosos.

Comparando con el estudio OIT-STPS, el desempeño de la JFCyA sería aún más problemático que el de las Juntas Locales, lo que contrasta con las percepciones de los actores en nuestra investigación.

 Recomendación: Generar un sistema de prevención de la corrupción con base en incentivos positivos, tales como incrementos de sueldos, educación y mayor supervisión, junto a incentivos negativos, tales como multas, suspensiones y despidos. 
c) NUESTRA INVESTIGACIÓN
Fuentes: estadísticas laborales, revisión de expedientes, entrevistas a usuarios y funcionarios.

Problemas para el estudio del desempeño de las juntas: resistencia de la autoridad a rendir cuentas, falta de archivos e indicadores sobre efectividad, eficacia y eficiencia; opacidad propia del sistema corporativo de relaciones laborales; dificultad para el acceso y consulta de expedientes.

Etapas de la investigación sobre juntas: 

2004 ( JFCyA; JLCyADF; JLCyAS);

2006: JLCyADF, JLCyAP y JLCyAP/Tehuacan.

RESULTADOS
Baja intensidad de la ciudadanía laboral: 

Tasa anual de conflictividad individual (porcentaje de trabajadores que llegaron a presentar una demanda por estar inconformes con la separación del empleo), calculada para años 1999 a 2001: promedio de 6.2%, lo que contrasta con un 15% en Brasil y un 30% en Argentina. 

Tendencias: 1991-2004: drástica caída de conflictos colectivos (a la mitad) y fuerte incremento de conflictos individuales (se triplican)

Importancia de Junta Local de Conciliación y Arbitraje del DF: más del 20% de los conflictos a nivel nacional. ( la muestra de expedientes revisados en 2006 correspondió a trabajadores del vestido)

Características de demandas en industria del vestido: 92% corresponden a conflictos por despido (total nacional: 95%); prestaciones reclamadas además de indemnización constitucional: vacaciones y prima vacacional, aguinaldo y salarios caídos. Solamente uno de cada 10 pide la reinstalación. Cuatro de cada 10 reclama inscripción al IMSS, INFONAVIT y SAR (Encuesta Nacional de Empleo: 5 de cada 10 no tienen seguridad social). Una tercera parte de los trabajadores reclama la nulidad de documentos (renuncias en blanco).

Indicadores del desempeño de la Junta 
Duración de las demandas

Comparación entre el tiempo real en que se concluye el juicio respecto del plazo máximo que estipula la ley (3 meses y medio): 

· Durante los primeros 6 meses se concluyen 4 de cada 10 demandas. 

· 7 de cada 10 demandas que ingresan logran concluirse en menos de un año. 

· Un laudo tarda, en promedio, año y medio en emitirse.

· Una conciliación toma 8 meses en concluirse.
Tipos de resolución

· 6 de cada 10 conflictos terminan por conciliación y 2 de cada 10 por desistimiento.

Eficacia de los laudos
El tribunal colegiado de amparo ratifica el 77% de los laudos a los que se les interpone un amparo.  

Protección al trabajador 

· 94% de las conciliaciones se ejecutan; 

· 90% son laudos mixtos. En dos de cada tres laudos mixtos no se concede la acción principal
· Menos de la cuarta parte de los laudos llegan a cumplirse (22%).  Cuando los montos son bajos no se ejecutan. Los que se ejecutan superan cuatro veces el salario mensual.

· 6 de cada 10 conciliaciones son por mes y medio de salario o poco más, lo que flexibiliza a la baja el monto de la indemnización legal.
Eficacia: 

Si se toma en cuenta que un trabajador tarda en promedio cinco semanas para encontrar otro empleo y las tasas de rotación en la industria superan el 60% anual sin que exista seguro de desempleo, es evidente que la intervención de la Junta llegará tarde en todos los supuestos y no repara más que excepcionalmente la consecuencia de la violación a los principios de estabilidad laboral, ni siquiera en el caso de que se cumplieran los plazos legales.
Características de los demandantes 
· Interpuestas por mujeres y obreros, 7 de cada 10, en ambos casos. 

· El 77% laboran jornadas mayores a las establecidas en la ley (48 horas), 

· El 53.2% tienen una antigüedad no mayor a los 2 años. 

· 35.4% de las mujeres contra 17.5% de los hombres optar por el laudo . 

· 1 de cada 10 mujeres desisten (10%), los hombres lo hacen 1 de cada 4 (25%). 

· Conciliaciones, 50% las mujeres v.s. 54% de los hombres.

· Los obreros optan más por el laudo que los no obreros 

· Mientras menos antigüedad tiene un trabajador más tiende a buscar el laudo. 

· Los trabajadores más antiguos se van por la conciliación. 

· En las conciliaciones como en los laudos las mujeres tienen menos éxito en lograr que se ejecuten.  

· Los pocos casos de conciliaciones que no se ejecutan corresponden a demandantes mujeres.  Y en el caso de los laudos, las demandas de mujeres sólo se ejecutan en 5 de cada 100 casos, mientras que las de hombres se ejecutan en 44 de cada 100. 

· El ser o no obrero no hace diferencia en cuanto a la ejecución de las conciliaciones y los laudos.

· Las conciliaciones ejecutadas muestran que los montos otorgados a los obreros son menores a los otorgados a los no obreros, lo que podría explicar la mayor disposición de estos a conciliar

· Las mujeres obreras son quienes reciben, en promedio, un monto mayor: $9,148 contra $5,268 que reciben los hombres. (Conciliación)

· El monto promedio que reciben las mujeres es mayor al que reciben los hombres, $24,600 y $12,150, respectivamente. (Laudos)

Vulnerabilidad de los trabajadores de la industria del vestido ante los despidos injustificados o cierres de empresa: 

· Perciben salarios bajos que les impiden tener ahorros, 

· Alta tasa de rotación laboral ( 60%),  el 50% tiene antigüedades promedio de 2 años o menos; 

· Una tercera parte de los que demandan han firmado renuncias en blanco; 

· Cuatro de cada 10 no han sido inscritos en la seguridad social.
 

· Casi 7 de cada 10 laudos condenatorios no dan lugar a la acción principal. 

5. MECANISMOS DE VIGILANCIA Y APLICACIÓN  NACIONALES: PERCEPCIONES DE LOS ACTORES DEL MUNDO DEL TRABAJO (Funcionarios y representantes de los actores)

INSPECCIÓN DEL TRABAJO (IFT, ILTDF, IFTP, ILTP, IFTS, ILTS, ILTY)

1. ¿Para qué sirve la inspección? ¿Cómo se compara su desempeño con el del IMSS?

Muchos se preguntan para qué sirve realmente esta instancia, más allá de que la función asignada por la legislación laboral es muy precisa, como se vio en el capítulo anterior. Tanto los funcionarios como los abogados y representantes empresariales y sindicales así como los representantes de las ongs consultados en cualquiera de sus jurisdicciones tienen una percepción negativa sobre la IT, aunque difieren en las razones y soluciones a esta problemática. Mientras los representantes empresariales se manifiestan a favor de limitar el carácter punitivo y potenciar el papel asesor de la IT, los que ven por los intereses de los trabajadores quisieran tener una autoridad capaz de poner un coto a la impunidad. En cualquier caso predomina un gran escepticismo acerca de qué es lo que puede lograrse a través de las distintas estrategias que se han venido implementando para mejorar la efectividad, la eficacia o la eficiencia de esta instancia, si bien es cierto que los miembros de las ongs reconocieron que era poco o nada lo que sabían respecto a la IT federal o local. Por supuesto, esta situación se asocia en general a una muy baja credibilidad respecto de la capacidad estatal para hacer cumplir las normas, se trate de leyes impositivas, de seguridad social o de tipo laboral. Según los abogados empresariales consultados en dichas localidades ninguno de sus asesorados percibe que el no cumplir las normas puede acarrearles alguna consecuencia adversa, a la vez que no visualizan a la IT como una amenaza. Por otra parte, estos últimos confirmaron que hasta bien entrada la década de los noventa, la imagen de esta instancia se asociaba frecuentemente con la idea de la corrupción pero que en la actualidad esta imagen estaría modificándose a la par que esta dependencia asume una visión fuertemente gerencial. Por el contrario, dado que en los días en que se realizaron las entrevistas en Puebla el IMSS había adoptado una estrategia más agresiva frente a varias empresas evasoras, los cuestionamientos de los empleadores fueron en ese estado mucho más fuertes respecto de esta institución, a quién acusaron de provocar el cierre de empresas y la pérdida de empleos.




















































































































2. Un contexto institucional y político adverso: la “Nueva cultura laboral”

El predominio de una visión orientadora o pedagógica, sin capacidad de sanción, y la marcada vocación empresarial de autoridades y funcionarios de la IT- salvo excepciones- genera un contexto institucional y político adverso al respecto de los derechos laborales. Un ex director de la ILTDF comentaba que la misma naturaleza de la instancia  (asesora o sancionadora) está hoy en día en el centro de la discusión. Para él la función primordial de la IT sería la de sancionar las violaciones de los preceptos legales, tal como lo ordena la LFT y el reglamento general, si bien también le correspondería utilizar sus recursos para prevenir y reparar dichas violaciones. Desde la perspectiva del ex funcionario del DF, la idea de que debe privilegiarse la prevención y el cumplimiento voluntario, como actualmente lo fomentan la IFT y otras instancias locales, como la Inspección del Trabajo de Sonora y de Puebla, desvirtúa el papel de esta instancia y la vuelve inoperante. Esta opinión coincide con que lo han sostenido otros investigadores con base en la comparación de los sistemas de Inspección del Trabajo en otros países de la región, quienes sostienen que sin una adecuada capacidad de sanción la labor de prevención resulta por completo ineficaz (Jotobá, 2002). 

Un funcionario de la Delegación Federal del Trabajo de Puebla propuso que, en lugar de aplicar multas, se obligara a las empresas a invertir el dinero de la multa en la reparación de las violaciones a las normas, siguiendo el criterio que utiliza al respecto la PROFEPA (Procuraduría Federal de Protección al Ambiente), pero que no debía dejarse de sancionar.  
Nuestra indagación revela sin embargo que la mayoría de los funcionarios e inspectores se mostró convencido de que la estrategia preventiva y asesora es la correcta, incluso cuando reconocen expresamente que no hay evidencias de ninguna índole respecto de que el comportamiento empresarial haya mejorado en razón del cambio de estrategia: “Los empresarios, como consecuencia de esta nueva estrategia, han creído que no les vamos a hacer la inspección y al saber que no van a ser sancionados, simplemente no cumplen con la ley…”.  
El predominio de una visión proempresarial fue confirmada en las entrevistas realizadas tanto en Puebla como en Sonora. Algunos de los abogados entrevistados señalaron en Puebla que era inútil invertir en las denuncias ante la ILT porque con “una simple llamada a la persona correcta” el asunto se olvida. Hay que recordar que en este caso, el Subsecretario del Trabajo y Previsión Social de Puebla es el abogado patronal más importante de la región, por lo que muchos comentaron que “sus asesorados y compadres” están protegidos. Sin embargo, es importante señalar que el hecho de que muchos de los inspectores provengan de la iniciativa privada no supone que exista una sola visión en la IT respecto del  papel de los sindicatos, cuestión sensible en ese estado, aunque sin duda la visión dominante sea muy negativa. Ejemplo de un punto de vista minoritario pero más favorable a los trabajadores es la opinión  de uno de los entrevistados en la ILT del Estado de Puebla. Es el caso de un inspector con antecedentes laborales como ingeniero industrial en el campo de la seguridad e higiene que desempeñó en el grupo Alfa de Monterrey antes de ingresar al área laboral del gobierno del estado, con cuatro años como inspector. Este funcionario sostuvo que los sindicatos son indispensables, sobre todo allí donde la mayoría de los empresarios son extranjeros o de otros lugares- “provienen de familias árabes o de otro tipo de familias”-  y tratan mal a los empleados y los hacen trabajar tiempo extra sin pagarles. Entonces por eso son necesarios los sindicatos…”
. 

3. Procedimientos, estrategias y nuevos modelos de inspección: ¿innovación o abdicación?

Las deficiencias en los procedimientos y las estrategias  que inciden en la cobertura, la eficacia y los resultados del desempeño de la IT destacados por los entrevistados, coincidiendo con lo que expresan los escasos datos que pudimos recoger de los registros oficiales, fueron la ausencia de una cultura de denuncia que compense la escasa cobertura de las actividades programadas, la falta de un padrón confiable de empresas, la necesidad de avisar previamente a las empresas cuando van a ser fiscalizadas, la inadecuación de los procedimientos en el caso de las pequeñas empresas, la falta de reglamentos locales que ratifiquen el reglamento federal de inspección, la superficialidad de las inspecciones y la imposibilidad de que el inspector decida el cierre de la empresa cuando detecte violaciones graves, la falta de coordinación entre las distintas dependencias a nivel federal, local y con el IMSS así como la falta de sistematización de la información disponible sobre las empresas. Debido a esta carencia no se puede saber cuáles de éstas tienen un patrón sistemático de evasión de las obligaciones laborales, ni podrían aplicarse los criterios legales para valorar el monto real de las sanciones debido a la reincidencia, en el remoto caso de que se llegara a esta situación. En suma, la opinión dominante entre los representantes de los trabajadores es que más que ante una estrategia de innovación lo que se observa en la IT es una evidente abdicación del papel que le asigna la LFT, principalmente porque en México se prefiere tener una baja tasa de desempleo aunque sea a costa de empleos de muy baja calidad.

a. La baja cobertura de la inspección. 

Como se dijo antes, aunque existen dos tipos de procedimientos (ordinarios y extraordinarios), la tasa de denuncias es muy baja, lo que se explica porque los trabajadores desconocen la función de la IT, no confían en que serán resueltos sus problemas y temen ser despedidos si se enteran sus empleadores.  Los talleres clandestinos o el trabajo a domicilio, donde prolifera el trabajo infantil y la violación a los derechos laborales, quedan en los hechos fuera de toda fiscalización porque ésta dependería de la denuncia de los trabajadores, en tanto la IT no hace nada para detectar por sí misma esta situación. Algunos entrevistados insistieron en que no es un secreto para nadie dónde están estos talleres clandestinos o dónde se maquila a domicilio. Esta limitación es una de las que más frecuentemente se mencionaron en las entrevistas como prueba de la inutilidad de la IT para proteger los derechos de los trabajadores más vulnerables, mismos que quedan también al margen de los procedimientos privados de fiscalización.

b. La ineficacia del procedimiento. 

Otro aspecto sumamente cuestionado es el procedimiento mismo para realizar las inspecciones e imponer sanciones. La necesidad de avisar con 24 horas de anticipación a la realización de la inspección ha merecido opiniones encontradas. La ausencia de un reglamento local en materia de inspecciones, aunque resulta aplicable el reglamento federal, es la causa por la que supuestamente no se aplican sanciones, aún cuando se detecten violaciones a las normas laborales en industrias de jurisdicción local. De esta manera, se comentó que la inspección se convierte en el mejor de los casos en un acto superficial y burocrático, que se limita a exigir documentación sin verificar otro tipo de situaciones y no tiene ningún efecto por lo que se refiere a la reparación de las violaciones laborales en el raro caso de que se llegaran a detectar. Existen también deficiencias por lo que se refiere a las facultades de los inspectores. Un problema de diseño del reglamento vigente  es que éstos no tienen capacidad para cerrar las instalaciones en las que encuentren violaciones, por graves que sea, en tanto deben comunicarlo a las instancias superiores. Otro problema es que, aún teniendo otras facultades nunca se ejercen, como es el caso de la posibilidad de demandar penalmente ante el ministerio público al empleador que se niegue a que se practique una inspección en su empresa. Incluso las mismas fuentes consultadas en Mérida respecto a la actividad de la Inspección local  en la industria del vestido reconocen que no inspeccionan las empresas porque “no se los permiten”.Otro problema vinculado a la implementación de las funciones de la IT es la ausencia de una representación sindical auténtica, tal vez el único mecanismo que pudiera ejercer presión sobre la autoridad para que asuma su papel fiscalizador, cuando se realiza un procedimiento.

 4. Recursos: ¿decisión o restricción?

La falta de recursos, información, capacitación al personal y difusión de la labor de la inspección está justamente entre los problemas de implementación más fuertes de la IT y es un hecho generalizado y reconocido por los entrevistados en todas las jurisdicciones. Muchos inspectores sostienen que aunque la ley les da suficientes facultades, en los hechos ésta no se aplica por falta de condiciones materiales. Un inspector federal de Puebla sintetizó la situación: “Nos proporcionan el peor equipo, los presupuestos no alcanzan, los salarios son indignos…” En el mismo sentido, otro inspector de Puebla, esta vez de la Inspección local, dio una idea del caos que reina en esta función: “No hay vehículos, no hay recursos, no hay viáticos, no estamos organizados, nos falta dirección, alguien con experiencia y hacerle un seguimiento a los nuevos inspectores…”. Sin embargo, la falta de recursos es explicada más como el resultado de una decisión política que de la restricción presupuestal o al menos ésta es la percepción dominante entre los entrevistados.

5. Corrupción: ¿causa o pretexto de la abdicación?

De acuerdo a los documentos oficiales y las entrevistas en ambas jurisdicciones gran parte de los cambios en las estrategias de la IT se debieron al interés por combatir la corrupción que, reconocen, fue alta en anteriores administraciones.  Aunque la mayor parte de los entrevistados comentó que ahora es más difícil que se produzca este tipo de conductas en tanto predomina el enfoque asesor y preventivo en la IT, y esto es ya del conocimiento de la mayoría de las empresas, algunos suponen que todavía estaría ocurriendo. Sin embargo, se comentó que es posible que el argumento de la corrupción haya sido sobre todo un pretexto para imbuir a la IT de un espíritu empresarial que legitima las violaciones a los derechos laborales, bajo el pretexto de que sólo así se puede ser competitivos con países que no respetan dichos derechos, como es el caso de China. Ello suena lógico porque ante una institución tan frágil e inoperante, que no es en ningún caso percibida como una amenaza real, no se entiende cómo los inspectores lograrían obtener el pago de un soborno por parte de los empleadores para evitar una sanción que es sabido por todos que casi nunca se llega realmente a cobrar.

6. Efectos de la IT sobre la conducta empresarial

A través de las entrevistas indagamos si se percibe alguna mejora real en el cumplimiento de las normas laborales como consecuencia de la actividad de esta dependencia (o al menos si se conocía algún caso en donde excepcionalmente ello hubiera ocurrido) y, después, si se piensa que una estrategia fiscalizadora más efectiva o la aplicación de sanciones pudiera llevar al cierre de empresas. En cuanto a lo primero, nadie parece creer que esta dependencia pudiera jugar algún papel positivo, por ejemplo, orientando a las empresas acerca de la mejor manera de cumplir con las normas, opción que parece haber dado resultados en algunos países, como es el caso de República Dominicana. El punto de vista contrario a una estrategia de fiscalización más efectiva, por sus efectos negativos, fue dominante entre los abogados empresariales y los funcionarios, tal como  lo expresó otro inspector federal del estado de Puebla. Según su propia experiencia hay que cuidar antes que nada la vulnerabilidad de los patrones y el hecho de que lo más importante es tener fuentes de empleos, porque si fueran estrictos muchas empresas cerrarían y se irían a otros estados “donde no les dieran tanta lata”.  

Conclusiones

Estas percepciones nos han permitido confirmar que graves problemas de diseño y desempeño de la IT anulan casi por completo la posibilidad de que sea en su estado actual un recurso adecuado para lograr una observancia efectiva de la legislación laboral y extender su aplicación a los trabajadores asalariados que actualmente carecen de prestaciones, a menos que esta dependencia experimente una transformación radical en su concepción y se la dote de los recursos necesarios para llevar adelante sus objetivos ( cualesquiera que sean éstos, tanto si se orientan a la detección y sanción de las violaciones como a la prevención). Aún así debería también mejorar el contexto institucional más amplio para dar legitimidad a los derechos laborales lo que, como lo sugieren otras experiencias, suele estar asociado a la recuperación previa del crecimiento económico y a una mayor autonomía del estado respecto de los intereses empresariales, lo que no ocurre en México.
PERCEPCIONES SOBRE EL DISEÑO Y EL DESEMPEÑO DE LA JUSTICIA LABORAL

La baja credibilidad detectada en ésta y otras investigaciones respecto a la capacidad de las juntas de conciliación y arbitraje para obligar a los empleadores a cumplir con las normas, afecta la disposición de los trabajadores a presentar una demanda y aumenta su proclividad a renunciar o sacrificar una buena parte de sus derechos, producto de la necesidad de sobrevivir una vez que ha perdido el empleo, como veremos a continuación con base en entrevistas a los usuarios y funcionarios en las mismas localidades que consideramos para evaluar la IT. 

I. Las juntas vistas por sus usuarios

1) Visibilidad y credibilidad 

La percepción negativa dominante entre los entrevistados respecto del funcionamiento de otras instituciones laborales, como es el caso de la IT, se repite en gran medida al indagar acerca de la credibilidad de las Juntas de Conciliación y Arbitraje, se trate de quienes representan el punto de vista de los trabajadores o de los patrones. Sin embargo, a diferencia de ese caso, las JCyA constituyen una institución con mayor visibilidad y credibilidad que la IT, sin que esto suponga una percepción positiva sobre su estructura o desempeño.
2) Factores estructurales

En cuanto a la estructura del sistema de justicia laboral hay tres cuestiones que generaron las críticas más fuertes entre los entrevistados y, a la vez, provocaron controversia: la dependencia de las Juntas de Conciliación y Arbitraje del Poder Ejecutivo (Federal o Local); la integración tripartita de estas instancias y la distribución de competencias entre ambas jurisdicciones (federal o local). 

3) Otros factores que inciden en el desempeño

Además de los factores estructurales que afectan la imparcialidad e independencia de las Juntas, la lentitud de los procedimientos y el correspondiente rezago en la tramitación de los juicios constituyen, como se dijo, una de sus debilidades. La falta de personal y de preparación  del mismo junto a deficientes condiciones de infraestructura fue reiterada a lo largo de las entrevistas como un factor que conduce a esa situación
. Muchos de los entrevistados sostuvieron que “una justicia que no es expedita no es justicia”. 

4) Cambio de contexto

 Otro aspecto indagado en las entrevistas se refiere a la percepción que tienen los usuarios de las juntas sobre el impacto de los cambios asociados a la democratización política (JFCyA y JLCyADF) y al nuevo modelo económico, centrado en las exportaciones. A juicio de algunos entrevistados, con la democratización política las Juntas habrían ido ganando autonomía frente al Poder Ejecutivo (sobre todo a nivel federal) y, en el caso de la JLCyADF, se habría ganado independencia administrativa y hasta cierto punto financiera. Sin embargo, hay coincidencia en que sigue subsistiendo una gran discrecionalidad e intervención de los gobiernos locales en materia de derechos colectivos y que, en Estados como Puebla o Sonora, es evidente el control que estos ejercen de las decisiones que se toman y que pueden afectar sus intereses o los de sus aliados políticos. 

5. ¿A quién benefician las juntas de conciliación y arbitraje?

Como vimos al revisar la muestra de expedientes, es bajo el porcentaje de trabajadores que obtienen lo reclamado como acción principal y son muy pocos los que realmente logran que se cumpla el laudo que hubiera podido beneficiarlos, lo que cuando ocurre siempre es muy tarde para ayudar al trabajador a sobrevivir durante el desempleo. Todo ello es claramente percibido por quienes defienden a los trabajadores y genera un total descrédito de estos tribunales. Sin embargo, los representantes de los empleadores sostienen que existe una excesiva protección de los trabajadores y se quejan de que un laudo condenatorio puede llevar a la quiebra a las empresas, sobre todo a las de menor tamaño, cuando el procedimiento se prolonga en forma desmedida.  Aunque los datos no corroboran esta percepción de ninguna manera, los abogados empresariales dicen incluso de que en México existe “una industria de la denuncia” y llegan a justificar todo tipo de prácticas, como la de poner en una lista a los trabajadores que demandan para evitar que vuelvan a conseguir empleo o la de exigir renuncias en blanco.

6. El acceso a la justicia de los y las trabajadoras del vestido: el caso de Puebla y Tehuacan

Los abogados patronales entrevistados han destacado la labor de conciliación impulsada por esta nueva dependencia como un factor positivo para la atracción de inversiones. Sin embargo, el origen del Secretario- un connotado empresario- y del subsecretario de Trabajo y Previsión Social – un prominente abogado empresarial del Estado, vinculado a los cinco despachos patronales más importantes- pone en entredicho la capacidad de esa dependencia para hacer su labor con imparcialidad, situación que afecta en forma directa a la Junta de Conciliación y Arbitraje al igual que a la Inspección del Trabajo a su cargo. En este sentido, los defensores de los trabajadores coincidieron en señalar que la nueva secretaría veía solamente por los intereses de los empleadores y que, si en un principio creyeron que la creación de una Junta especial en Tehuacán era un hecho positivo, su desempeño demostró que tiende a proteger esencialmente estos intereses. Conflictos posteriores a las entrevistas, como los que enfrentan los trabajadores despedidos del Grupo Navarra al intentar formar un sindicato, confirman las opiniones recogidas en entrevistas.
II. Las juntas vistas por sus responsables
Prácticamente todos los funcionarios entrevistados asumieron que el desempeño de las juntas debía mejorar y muchos tendieron a deslindarse de la situación en que se encontraban al hacerse cargo de sus funciones. Sin embargo, fueron excepcionales las posiciones favorables al cambio de estructuras y estrategias, lo que se encontró principalmente en el Estado de Sonora, donde paradójicamente existiría el mejor de los desempeños, según el estudio de la OIT/STPS. 

1) La JFCyA

El punto de vista del gobierno acerca del desempeño de estas instancias a nivel federal fue que uno de los problemas más importantes era el rezago de expedientes, mucho de los cuales corresponden a las grandes empresas estatales como PEMEX, IMSS y CFE y se tramitan para liberar a los funcionarios de responsabilidad al tener que pagar las indemnizaciones a que tienen derecho los trabajadores. Otro serio problema, de acuerdo a estos  funcionarios, es el hecho de que se tengan que tramitar miles de demandas de los trabajadores por incumplimientos del IMSS a sus obligaciones como órgano prestador de la seguridad social (lo que involucra a aproximadamente el 40% de los juicios), a pesar de que esta competencia no está establecida ni en la Constitución ni en la LFT y que debería quedar a cargo de tribunales administrativos. Aunado a ello la falta de presupuesto y de personal y las deficiencias de infraestructura impedirían el funcionamiento adecuado de esa dependencia lo que nuevamente, para los abogados de los trabajadores, es más el resultado de una decisión política que de una restricción presupuestal. 

2) La JLCyADF

Este es el único caso en que, al menos a nivel del discurso, no se identificó una posición abiertamente proempresarial entre los funcionarios, aunque algunos abogados  de trabajadores entrevistados señalaron que en los hechos si había una fuerte influencia de este sector en el desempeño esta junta. Según el actual Presidente de la JLCyADF, misma que atiende a poco más del 20% de los asuntos de las Juntas Locales del país, los principales problemas que se enfrentaban al hacerse cargo de esa dependencia en el año 2000 fueron, a su juicio, la corrupción y la violencia entre grupos de choque por la titularidad de los contratos colectivos. En cuanto a la escasez del presupuesto se señala que se debe a una subestimación de la importancia de la impartición de la justicia en general y en esta jurisdicción en particular, lo que confirma otras opiniones. Parte de los avances más importantes en la JLCyADF se han logrado en el manejo de los contratos colectivos: “primero que nada había que poner en orden la casa”. Había 120 mil expedientes de CCT al llegar en el 2000 la actual administración y 126 mil entre 2002 y 2003. Otra cuestión fue dignificar el espacio en que se imparte justicia, como se intentó en las otras juntas estudiadas. Un cambio importante fue mejorar los salarios del personal de base en forma sistemática y reducir los del personal de alto nivel. Igualmente importante fue evitar el uso de contratos de honorarios y darle estabilidad laboral a su personal. Aunque se reconoce que subsisten problemas de corrupción y mal funcionamiento, que fueron destacados en forma reiterada por los abogados entrevistados, tanto empresariales como de los trabajadores, se insiste en que al menos hay una estrategia claramente orientada a combatir cotidianamente esta situación. 
En suma y de manera coincidente con la opinión del presidente de la JLCADF, para este funcionario las soluciones a los problemas serían el aumento del presupuesto, la creación de más Juntas dentro de la misma estructura actual, el fomento de la conciliación, la preparación del personal y el aumento de la transparencia de la información y de los procesos, todo lo cuál ayudaría a conseguir una “justicia más democrática, limpia y honesta”. Por el contrario, al igual que en otros casos, se asume una posición conservadora respecto a este tema y se cuestionan las posibles ventajas que se ganarían si las funciones de las Juntas se trasladaran al Poder Judicial.

3) Las JFCyA en Sonora y la JLCyA de Hermosillo

Se trata de un estado con crecientes inversiones en la industria y, especialmente, en la maquiladora de exportación, donde además se experimenta una incipiente apertura del sindicalismo tradicional y conflictos intersindicales (en el seno de la misma CTM) que ponen en entredicho el viejo arreglo corporativo. Este caso muestra, tal como lo expresan sin tapujos los mismos funcionarios, el alto grado de intromisión del gobierno estatal en la vida sindical a través de su representante en las Juntas de Conciliación y Arbitraje así como su cercanía con los intereses empresariales, lo que constituye una práctica muy extendida en el país atentatoria de los derechos consignados en la legislación nacional y en los convenios internacionales signados por México (ACNUDH, 2003).

4) La Junta Local de Conciliación y Arbitraje en Puebla

La visión dominante expresada por los funcionarios entrevistados revela que, al igual que en Sonora,  se busca en forma coordinada con otras dependencias consolidar un clima favorable para los inversionistas, privilegiando a los sindicatos más conciliadores y desalentando los conflictos. Se trata de una estrategia que no se pretende ocultar y que corrobora lo que manifestaron los representantes de los trabajadores y empleadores. 

III. Las juntas vistas por los magistrados
De acuerdo a dos de ellos, entrevistados en esta investigación, los problemas más importantes se relacionan con la diversidad de criterios utilizados para resolver los conflictos en razón del amplio margen de discreción que caracteriza a las Juntas y con la falta de profesionalismo en la emisión de los laudos.A juicio de los magistrados entrevistados no se han dado cambios importantes en los últimos años porque no se adoptaron reformas legales y se mantuvo la “paz laboral”. El ejercicio de impartición de justicia en las Juntas todavía sigue cruzado por el corporativismo y éste determina las soluciones en los conflictos de las grandes empresas estatales, mientras la injerencia es menor o simplemente no ocurre en conflictos intrascendentes. Se señala que existe corrupción pero que no es generalizada. Se comenta  que es también necesario hacer un rediseño de los tribunales colegiados de circuito buscando la especialización, como existe en el caso de las Juntas, lo que permitiría redistribuir mejor las cargas de trabajo y reducir incluso el número de tribunales colegiados. Según los entrevistados ya se está trabajando en esa propuesta así como en un mejor aprovechamiento de los recursos y liberar el tiempo de los magistrados de forma tal que se posibilite una mayor formación. 

Conclusiones generales

La situación actual por la que atraviesa la industria del vestido y sus trabajadores debe verse en el marco más amplio de la estrategia de desarrollo por la vía baja- bajos salarios, empleos precarios, perversión del sistema de representación de los trabajadores y ausencia de mecanismos para expresar su voz  en la empresa- seguida a partir de los años noventa. Ésta resultó una opción  de corto plazo porque fue rápidamente derrotada ante países que combinaron este tipo de ingredientes con políticas industriales, de educación y ciencia y tecnología así como con tasas de cambio que favorecen la competitividad y, con ello, las exportaciones. Hay que decir que algunos de estos países, como es el caso de China, han impulsado este tipo de estrategia bajo el marco de arreglos políticos autoritarios que les permiten dejar sin voz y sin voto a los trabajadores y congelar los conflictos redistributivos. México experimenta hoy pérdidas sustanciales en materia de empleo y condiciones de vida al competir con estos países sin tener una política industrial que promueva la competitividad, al mismo tiempo que intenta construir un régimen político democrático. Lo que ocurrió en la industria maquiladora de exportación en la rama de prendas de vestir, donde el fin del Acuerdo Multifibras y las exportaciones chinas a los EEUU están poniendo en peligro cientos de miles de empleos, ilustra la urgente necesidad de mejorar la capacidad de México para atraer y mantener inversiones destinadas a generar productos y servicios de alto valor agregado, compatibles con mejores condiciones laborales. 

Es claro que los bajos salarios no serán la mejor vía competitiva. Sin embargo, en este punto las percepciones recogidas en la investigación son a veces contradictorias. Mientras la mayoría de funcionarios, representantes y abogados empresariales cree que los empleos del vestido se están perdiendo porque los salarios y costos laborales son más altos que los que se pagan en China o en otros países asiáticos, otros comienzan a pensar que la falta de cumplimiento de los estándares laborales por parte de las proveedoras mexicanas es una posible causa de este fenómeno. Es por ello importante que las marcas internacionales del vestido hagan más evidente su convicción de que están comprometidas con el mejoramiento de las condiciones de trabajo en las empresas contratistas a lo largo de la cadena productiva, difundiendo con mayor fuerza en México la idea de que cumplir las normas es un camino para mejorar la competitividad y no al contrario.

En este contexto ha sido muy limitado, aunque valioso de todos modos, el aporte de instrumentos como los CC o las normas internacionales de la OIT para lograr un efecto irradiador positivo sobre las condiciones de trabajo, lo que exigiría un rediseño profundo de las instancias de aplicación nacionales. México tiene un alto perfil de regulación pero también problemas de diseño e implementación de las normas que crean un espacio amplio para la impunidad. Más aún, por difícil que sea la construcción de los acuerdos y respaldos políticos que la hagan viable, debe afrontarse con seriedad la vieja asignatura pendiente de promover una auténtica reforma estructural en el mundo del trabajo, sin lo cuál será muy difícil elevar los niveles de cumplimiento de la legislación laboral y en esta tarea tienen mucho que decir los activistas y organizaciones que vienen defendiendo a los trabajadores en la industria del vestido. Entendemos por “reforma estructural” en este ámbito una transformación profunda de las estructuras corporativas que sostienen la gobernabilidad laboral, capaz de cambiar los incentivos que mueven a los actores y delinean sus estrategias. El objetivo que orientaría esta reforma es la búsqueda de una mejor calidad de las regulaciones (no más, ni menos), una fiscalización más efectiva  y un Estado de Bienestar universalista y “desmercantilizador”, que atienda las necesidades básicas de los ciudadanos, con o sin trabajo asalariado, a la vez que se promueve el aumento sostenido de la competitividad del país. En este sentido, habría que fomentar los acercamientos que lleven a la discusión pública y abierta de los diferentes diagnósticos sobre los orígenes, consecuencias y alternativas de solución a los problemas laborales del país, incluida la amenaza de que esta industria y su capacidad para ofrecer empleo tienda a desaparecer. Esta no es, hay que decirlo, una agenda de interés exclusivo para los llamados “sectores productivos” sino para la sociedad en su conjunto porque numerosos obstáculos para el desarrollo están relacionados con la ausencia de equilibrios internos entre los intereses de trabajadores y empleadores y, de manera general, con la ausencia de un árbitro confiable para resolver conflictos de intereses que el corporativismo ha mantenido en estado latente en ámbitos decisivos como la educación, el petróleo o la energía. Aunque en este contexto la democracia pudiera imponer la necesidad de gradualidad en el cambio, lo importante es el caudal de legitimidad que imprimiría a las nuevas instituciones del mundo de trabajo. 

¿Cómo se relaciona la reforma laboral interna con el mejor aprovechamiento de otros instrumentos de protección de naturaleza internacional, como los analizados en esta investigación? En cuanto a los mecanismos de naturaleza pública como los pactos internacionales de derechos humanos, las normas de la OIT, las reglas de la ONU y la OCDE para las empresas transnacionales y los convenios de la OIT, tal vez su mayor utilidad radique en la capacidad de presionar a las instancias nacionales para impulsarlas a respetar el principio fundamental de la libertad sindical y cumplir con sus propias obligaciones en la fiscalización del cumplimiento de las obligaciones de los empleadores. Este es, si se tratara de buscar prioridades, uno de los nudos que detiene un posible mejoramiento de las condiciones de los trabajadores en sectores vulnerables como el de la industria del vestido, más expuestos que otros a la competencia internacional. No cabe duda de que mientras se reforma la legislación interna esta presión internacional seguirá siendo un instrumento nada desdeñable, como lo muestran los casos de Kukdong y Tarrant. 

Al respecto, cabe concluir qué es lo que podría esperarse de la utilización de códigos de conducta y los correspondientes procedimientos de monitoreo para mejorar en el corto plazo la situación de quienes trabajan en la industria o se ven despojados de empleo por la relocalización de las inversiones, independientemente de la reforma laboral interna. En primer lugar, ya hay una gran experiencia y es muy claro hacia dónde deberían evolucionar estos instrumentos para ganar eficacia. Es ampliamente reconocido por los principales defensores de los trabajadores que se trata de un recurso efectivo para solucionar situaciones puntuales, aunque no tengan la capacidad de alcanzar un efecto más extendido en el nivel de cumplimento de los derechos de los trabajadores. En el caso de México, nuevamente, la promoción de la libertad sindical y el ejercicio de los derechos colectivos deberían estar en el centro de la presión de las marcas internacionales y las organizaciones sociales y sindicales independientes en el sector del vestido, no solamente sobre sus proveedores sino respecto del gobierno federal y los gobiernos locales. Este sería el punto de partida para un mejor cumplimiento del resto de los derechos laborales. Crear las condiciones para permitir un sindicalismo y una contratación colectiva auténtica a nivel del sector- no empresa por empresa- que contenga los mínimos básicos en materia de condiciones de trabajo para asegurar a una vida y un salario digno a los trabajadores sería una mejor manera que avanzar empresa por empresa. Se requiere para ello contar con los interlocutores adecuados: representativos, responsables e interesados tanto en el mejoramiento de las condiciones de  trabajo como de la competitividad del sector. Como lo prueba el caso Kukdong, un sindicalismo verdadero y derechos para los trabajadores no son de ninguna manera incompatibles con la productividad. Esta experiencia debe ser mejor difundida y valorada por las marcas internacionales, quienes deben hacer ver a sus proveedores la lección de este caso. 

Una segunda cuestión es exigir y vigilar que a lo largo de la cadena de suministro todos los trabajadores estén inscritos en el Seguro Social, asumiendo un papel directo en la fiscalización de esta obligación patronal y demandando una mejora en la atención. Por mala que sea la calidad de los servicios que esta institución presta, es un factor que en primer término da a los trabajadores mayor certidumbre sobre el futuro y conciencia de que tienen derechos. Dicho de otra manera, esta es una condición determinante de la ciudadanía laboral en México. La inscripción al seguro social también abre la posibilidad de que la empresa en la que prestan sus servicios sea inspeccionada respecto del cumplimiento de las normas laborales en un sentido amplio, porque aumenta su visibilidad. Da también mayor seguridad cuando el trabajador es despedido y aumenta la probabilidad de que el empleador pague voluntariamente una indemnización apegada a la ley en el momento del despido y a la hora de los frecuentes cierres de empresas. Por tanto, junto con la libertad sindical, se trata del criterio más importante a considerar, por lo que se refiere a su capacidad para atender las obligaciones laborales, cuando se selecciona a los proveedores y se renuevan los contratos con las marcas.

Los procedimientos de monitoreo, cuyas limitaciones son muy semejantes a las que experimenta la inspección del trabajo a nivel interno, deben asumir las mejores prácticas: auditorías sin aviso previo; oportunidad para la comunicación y participación de los trabajadores, incluyendo la obligación de compartir con éstos los resultados y las metas de mejora a corto y mediano plazo. Otra cuestión central es contar con mecanismos para controlar en forma eficaz dónde y cómo se efectúa la producción, detectar talleres clandestinos y vigilar que el uso de trabajo a domicilio violando la ley no sea un recurso para “maquillar” los CC. Muchas de estas y otras recomendaciones están expuestas en la amplia literatura generada por organizaciones con larga experiencia en el tema, como es el caso de la RSM. Tal vez lo que haría falta agregar es la necesidad de construir nuevas formas de seguimiento, con alcance más general y mirando no solamente a las empresas en la cadena de suministro sino, sobre todo, interactuando con los gobiernos y empujando al desarrollo de capacidades estatales de fiscalización.

Para exigir más eficacia en el desempeño de las autoridades laborales podría resultar útil el diseño e implementación de un observatorio laboral permanente con la participación de organizaciones de defensa de derechos laborales nacionales y del exterior, sindicatos, académicos y expertos de organismos internacionales como la OIT, OCDE y otros. Esta vía sería sin duda de gran valor para obligar a una verdadera rendición de cuentas y contar con información de calidad en cuanto a los verdaderos niveles de cumplimiento de diversos instrumentos, se trate de la legislación laboral o los códigos de conducta. Existe hoy dentro y fuera del país la suficiente energía, creatividad y experiencia social como para construir  y aplicar en forma sistemática un instrumento de evaluación semejante que podría ayudar a buscar estrategias de competitividad basadas en el compromiso de empleadores y trabajadores con la capacitación, la productividad y el reparto justo de los resultados alcanzados. El trato de las diversas organizaciones sociales no gubernamentales y de los sindicatos verdaderos con el gobierno mexicano, con base en el conocimiento riguroso de su real desempeño a partir del funcionamiento de dicho observatorio, podría cobrar una nueva dimensión en la construcción de ciudadanía, condición de un México menos injusto.

 Los resultados que se recogen en este informe tendrían un buen destino si al menos contribuyeran a llamar la atención sobre los problemas que hoy enfrentan los diversos instrumentos de protección de los trabajadores y a construir los indicadores y mecanismos capaces de hacer funcionar dicho observatorio. A lo largo de los capítulos se ofrecen algunas evidencias acerca de cuál es el verdadero desempeño de las instancias responsables de hacer cumplir las normas. Sin embargo, la opacidad heredada del corporativismo, la mala calidad de los archivos y la resistencia de la autoridad a proporcionar información consistente no fue un problema plenamente superado en esta investigación. No hay duda de que hay hoy más apertura y recursos para obligar a la autoridad a hacer cada vez más transparente la situación de sindicatos, contratos colectivos, salarios y demás condiciones de grupos sociales vulnerables como el de los y las trabajadoras del vestido, lo que no ha sido suficientemente aprovechado. Si se toma en cuenta que estos deberían ser cada vez más consumidores de una producción que vuelva a mirar el mercado interno, el mejoramiento de la situación laboral y la necesidad de una política industrial que se centre en la innovación, la capacitación de empresarios y trabajadores, la creación de marcas propias y el encadenamiento productivo se vuelven una condición para que esta industria tenga futuro.

Finalmente parece fundamental insistir en la necesidad de evitar que las evidencias reunidas en este informe acerca del mal funcionamiento de las regulaciones nacionales o internacionales, incluyendo a los CC, o sobre sus deficiencias, nos conduzcan a la parálisis, en lugar de verlas como un recurso para orientar mejor la acción de ongs, sindicatos y otros aliados de los trabajadores. Muy por el contrario, los resultados de esta investigación ponen de manifiesto la conveniencia de lograr una más eficaz combinación de estos instrumentos, sin dejar de buscar su perfeccionamiento, tomando en cuenta que en el nuevo escenario global los ejes de la movilización social se han transformado profundamente, relativizando la importancia de las luchas basadas en las viejas identidades ( clase, ocupación, sector industrial, etc) para dejar espacio a otras como el género, la edad y las preferencias sexuales ( Piore y Safford, 2006, p. 299). Sin embargo, esta investigación encontró que, al menos en este sector de actividad,  es dominante la opinión de que el papel desempeñado por los sindicatos al mejorar los términos de la redistribución en los países desarrollados y en desarrollo y actuar como verdaderos contrapesos,  no podrá ser cumplido satisfactoriamente por los nuevos actores sin contar con aliados sindicales, lo que nos invita a reflexionar sobre las posibilidades reales de conseguir en México una recuperación de estas organizaciones, ante su deteriorada credibilidad después de décadas de corporativismo y creciente subordinación a los intereses empresariales.
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� Cabe aclarar que buena parte de las entrevistas de esta investigación se realizaron en el Estado de Puebla (alrededor de 38 de un total de 95), con la intención de percibir el clima que se vive por el cierre de empresas y pérdida de empleos así como por que en este estado ocurrieron algunos de los más importantes conflictos en los últimos años. Sin embargo, la revisión de expedientes tramitados correspondientes a demandas de trabajadores del vestido ante las juntas de conciliación y arbitraje se realizó en el Distrito Federal debido a la imposibilidad de hacerlo en Puebla por cuestiones ajenas a los investigadores. La situación de la IT en Puebla fue contrastada con la del DF y el Estado de Sonora, además de considerar la IFT.





� En 2001, la industria textil y del vestido representó la cuarta actividad manufacturera más importante de México y participó con el 7.1% del PIB manufacturero, contribuyendo con el 17.5% del empleo y el 2.4% de la inversión en la industria manufacturera. (Programa para la Competitividad de la Cadena Fibras-Textil-Confección, citado en Martínez de Ita, 2005. p.16)


�  La autora agradece al Dr. Carlos Simonelli y a La Mtra. Melba Casellas su contribución en la realización de este apartado.


� Representa un repunte del 27% con respecto al año anterior y rompió con la tendencia a la baja de los últimos años.


� En comparación con el total de la industria manufacturera que tiene un índice de 127.5 para el año 2003, los niveles de productividad del sector textil y en especial de la rama del vestido son bajos. La explicación de tal comportamiento se puede encontrar en dos causas: la ubicación de nuestro país y los encadenamientos productivos globales.  La industria textil, en general, tiene trabajos de baja capacidad de generación de valor, aunado a un deterioro en aquellos que tienen un contenido mayor (Martínez de Ita, Sánchez, Campos, 2006: 280)





� el 53% del valor agregado censal bruto, el 51% de los activos fijos netos, el 31% de los establecimientos, el 45% del personal ocupado y el 48% de las remuneraciones (Martínez de Ita, Sánchez, Campos, 2006: 284).


� En pesos corrientes.


� Fuente: INEGI, 2000 y 2005


� Con el término maquiladora de la confección se hace referencia a la categoría utilizada por INEGI y que comprende: “ensamble de prendas de vestir y otros productos confeccionados con textiles y otros materiales”. De aquí en adelante haremos referencia a esta categoría como maquila de confección.


� El índice de productividad presentado por el INEGI es una forma de medir la eficiencia con que se utilizan los recursos disponibles para generar un determinado nivel de producción.  El índice de productividad está referido a 1993, es decir la base es la productividad de ese año y se toma como 100%.  Año con año se expresa el índice en relación a la productividad de 1993, esto es, cuántos puntos porcentuales creció o decreció tomando como base 1993.  Si creció 10% respecto a 1993 el índice será de 110, si por el contrario, decreció 10%, será de 90.


� Analizado por Martínez de Ita (2005) con base en la ENOE y una encuesta propia realizada  al comienzo de la década.


� Un detallado recuento de este conflicto se encuentra en De La Garza y Hermanson, 2006.


� El gobierno de Puebla ofrece a la empresa facilidades como tierra a bajo costo, instalación de servicios, una zona de bajos salarios e impuestos, asesoría, entre otros. El gobierno recomienda a la FROC-CROC que recluta a los trabajadores, crea el contrato colectivo con lo mínimo requerido por la ley que además incluye la cláusula de exclusión.   


� El CAT es una ong que asesoró a los trabajadores junto con USAS y que conjuntamente planearon estrategias de presión, nacional e internacional a través de redes de apoyo, como denuncias antes organismos internacionales (OANs y el WRC) así como boicot a las marcas para que establecieran e hicieran efectivos los códigos de conducta.


� El análisis de las instituciones laborales contenido en este capítulo proviene en lo fundamental de Bensusán, 2006.


� Cabe recordar que los principios de la Declaración de 1998 alcanzan a todos los países miembros, aún cuando no hayan ratificado las respectivas convenciones de la OIT.


� Heeple argumenta al respecto que se produjo un viraje desde las regulaciones públicas a las privadas y de las iniciativas externas a las internas, considerado como el abandono de las regulaciones  públicas “duras” por otras más privadas más “suaves”, véase Heeple, 1999, p. 353. Es interesante observar que este autor advierte que, de manera optimista, esta evolución podría ser vista como un movimiento en el que se produjo “un paso adelante y dos atrás”. Ibid.





� Las normas en cuestión no han sido todavía aprobadas por la Comisión de Derechos Humanos de la ONU. La importancia de estos lineamientos como los de la OCDE se deriva del hecho de que por sí solas las empresas trasnacionales empleaban directamente en los años noventa a setenta y tres millones de personas en el mundo y producían el 25% de las manufacturas, además de que eran responsables de dos terceras partes del comercio mundial, la mitad del cuál tenía lugar a través de sus subsidiarias (Hepple, 1999, p. 351).


� Una revisión de la OIT incluyó un total de 215 códigos. Por su parte, la OCDE analizó 182. Estos pueden cubrir amplias áreas de conducta ética, tales como prácticas justas de comercio, respeto a la legalidad, ciudadanía en las empresas y empleo justo y derechos laborales. La elección de estos derechos, los más frecuentes, depende de factores tales como el tamaño de la compañía o el sector industrial así como de características de las empresas transnacionales. Por ejemplo, con base en la revisión de la OIT, mientras las empresas de prendas del vestir y textiles asignan mayor importancia al tema del trabajo de menores y trabajo forzado en otros sectores como el del transporte o la industria química se destacan las cuestiones de salud y seguridad e higiene. Solamente el 15% de los códigos trataban temas de libertad de asociación y pocos se referían a la negociación colectiva. Incluso se encontraron códigos que manifestaban una preferencia por relaciones de tipo individual y proponían la desaparición de los sindicatos. (Hepple, 1999, 357).


� Mujeres Trabajadoras Unidas AC, “Auditoría Social, Códigos de Conducta y Monitoreo Independiente”, Mimeo, Agosto 2006, México.


�  Suntuarios y con un origen identificable, que provienen de marcas internacionales reconocidas y son producidos en países determinados para marcas vulnerables frente a la realización de boicots por consumidores con el suficiente poder adquisitivo para pagar más por un comercio justo y destinar tiempo y recursos a campañas de presión.


� No se afrontan las consecuencias si éstas optan por cerrar y se pierden los empleos. (Seidman, 2006, pp. 178 y 179). 


� Este capítulo retoma en gran medida los hallazgos presentados en Bensusán, 2006, a los que se suman los obtenidos en esta investigación.


� Al establecerse la Secretaría del Trabajo y Previsión Social  en 1940, la IFT se integró a esta dependencia formando parte de una Dirección General del Trabajo. La Ley Federal del Trabajo de 1970 amplió las facultades de la IT en sus distintas jurisdicciones y ratificó su carácter de autoridad laboral. En 1970 se creó la Dirección General de Inspección Federal del Trabajo (DGIFT) en el ámbito de aquella dependencia, pero fue en 1976 cuando se estructura tal como se conoce en la actualidad (Álvarez, 2001). Las actividades de la IFT se complementan con las realizadas por otras dependencias de la STPS, como es el caso de la Dirección General de Seguridad y Salud en el Trabajo. En cuanto al ámbito local, con la entrada del nuevo gobierno a la Ciudad de México, en 1997, se creó la Subsecretaría de Trabajo y Previsión Social con la intención de asignarle a estas tareas una mayor importancia y a partir de 2007 se creó la Secretaría del Trabajo y Previsión Social en el DF, lo que expresa la intención de darle una mayor importancia a la política laboral y, particularmente, al impulso de la generación de empleo�.  Por su parte, la inspección local de Puebla forma parte de la Secretaría de Trabajo y Competitividad creada en 2005 y la de Sonora, forma parte de la Subsecretaría de Trabajo y Previsión Social de dicho gobierno. Para esta investigación se revisó documentación y se realizaron entrevistas tanto a nivel federal como en las localidades mencionadas. Igualmente se hicieron consultas telefónicas sobre el funcionamiento de la IFT y de la ILT en Mérida, Yucatán, por la presencia de empresas de la industria del vestido en esta localidad.





� Entrevista realizada al licenciado Noé Figueroa, entonces director de la ILTDF, en enero del 2004.


� Al respecto, diversos organismos de la sociedad civil denunciaron en 1998 ante el Espacio DESC (Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales), esta grave consecuencia de la privatización de la función de fiscalización en el Reglamento en cuestión, de manera tal que la autoridad laboral abdicaba de funciones que tiene asignadas en la Constitución y en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Al respecto se señaló: “Bajo la lógica de desregular para evitar trabas a la inversión, el nuevo reglamento eliminaba una serie de disposiciones que protegían a los trabajadores y que sólo requerían actualizarse a la luz de los complejos procesos productivos y su reestructuración” CEREAL, 2007.


� El decreto de creación de esta dependencia, previa reforma a la ley de administración pública, se emitió el 5 de marzo de 2005. En esta dependencia se encuentran sectorizados la junta local de conciliación y arbitraje, la procuraduría de la defensa del trabajo, el tribunal de arbitraje de los trabajadores al servicio del gobierno del estado y de los municipios, la dirección del empleo – a cuyo cargo está el servicio estatal del empleo- y la dirección de previsión social, que se ocupa de otorgar los permisos de trabajo a los menores de edad y de las inspecciones a las empresas. Al mismo tiempo se creó el Instituto Poblano para la Productividad Competitiva (destinado a capacitar a los empleadores) y el Instituto de Capacitación al los Trabajadores de Puebla.





� La Unidad de Trabajo y Previsión Social dependiente del Servicio Estatal de Empleo, Trabajo y Previsión Social (SEETPS) del gobierno de Yucatán, es la que realiza fundamentalmente la labor de asesoría a las empresas, pero éstos no tienen la obligación de recibir personal de la UTPS así como de acatar las recomendaciones que pudieran hacer.











� Datos proporcionados por la Inspección Federal del Trabajo en el DF, febrero 2007.


� Desde el momento en que inicia el procedimiento hasta que se envía al área jurídica encargada de la determinación de la sanción.





� en tanto no se otorga plazo alguno a la empresa y se envía  de inmediato la sanción al área jurídica.


� monto deflactado a pesos de 1994


�  El hecho de que se hayan impuesto sanciones a ese número de empresas no significa, sin embargo, que realmente se hayan hecho efectivas, debido a que pueden ser impugnadas judicialmente a través de un largo y azaroso procedimiento. Cabe señalar que, después del accidente, tomando en cuenta esta campaña, el porcentaje de aplicación de sanciones en relación al total de inspecciones casi se duplicó en relación a la tendencia seguida por esta dependencia, en tanto era del orden del 15% en 2003 a nivel de la Inspección Federal del Trabajo, volviendo de esta manera a los porcentajes de fines de los ochenta y comienzos de los noventa, cuando la Nueva Cultura Laboral no había causado todavía estragos en la de por sí mermada eficacia de la IT Este efecto puede observarse al comparar el monto de lo recaudado por sanciones, mismo que en 2004 descendió a poco más de la mitad de lo que se recaudaba en 2000, como se vio en el cuadro 1. 


� Tomado de Miguel Angel Granados Chapa, Negligencias y omisiones en Pasta de Conchos, Proceso 1594, 20 de mayo del 2007, p. 51.


� Este hecho no tiene consecuencia alguna para el empleador, aunque se acredite en juicio


� Cabe señalar que las entrevistas se realizaron entre julio y agosto del 2006, cuando los hechos de Pasta de Conchos reseñados en el capítulo anterior habían cimbrado a la opinión público y puesto en entredicho la eficacia de la IFT y su estrategia basada en la asesoría y la persuación.


� Cabe señalar que apenas un par de meses antes de realizarse estas entrevistas estalló el escándalo por la relación entre el gobernador del estado de Puebla con un prominente empresario del vestido, de origen libanés, quién había llevado a la cárcel en diciembre del 2005 a uno de los defensores más importantes de trabajadores del vestido en las empresas maquiladoras, con motivo del pago de las indemnizaciones por el cierre de la empresa Tarrant, propiedad de dicho empresario. También se conocieron denuncias por mal trato en el caso de empresas coreanas. Estos conflictos fueron analizados en el capítulo 3 de este informe.


� En cuanto al enorme rezago existente en la JF de C y A, se trataría de una situación especial. Su presidente comenta, como lo hicieron todos los entrevistados, que un alto porcentaje de los juicios corresponden  a las demandas contra el IMSS en tanto prestador de la seguridad social y como empleador. Entre el IMSS, PEMEX y CFE se llevarían alrededor del 90% de los juicios en ese tribunal, mucho de los cuáles no terminan en esa instancia sino que siguen en los Tribunales Colegiados, costándole muchos recursos al gobierno. 





� En esta junta se logró entrevistar a su presidente así como a los presidentes de las juntas especiales 1,  3, 4 , 5, 6 y 7, ubicada ésta última en Tehuacan, de reciente creación.
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